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PRESENTACIÓN 

La asistencia de las personas que experimentan sufrimiento por la vivencia de un 

delito conlleva al compromiso ético de hacernos corresponsables de su victimización, ya 

que el Estado ha fallado en los mecanismos de prevención del delito. Así, preocuparnos 

de las víctimas es realizar una reflexión práctica de los elementos éticos que la sociedad 

debe contemplar para llevar a cabo la superación de los procesos de victimización 

generados por el delito.  

 

 La sociedad necesita, más que un derecho penal que sancione, de disciplinas que 

permitan reflexionar acerca de los reclamos ciudadanos, no dejarlos en el olvido. La 

reparación digna a favor de las víctimas es un tema eminentemente social y victimológico, 

puesto que su naturaleza va encaminada a proporcionar a los agraviados por la comisión 

de un hecho delictivo, una restitución integral por los daños y perjuicios materiales o 

inmateriales que se le hayan causado. Debido a ello, es importante que el procedimiento 

para otorgarlo tanto como su ejecución sean simples y efectivos. 

 

 La reparación digna, como su nombre lo indica, se hace efectiva tomando en 

cuenta la dignidad que se le reconoce a toda persona humana. Ello implica que esta sirva 

para solventar los gastos que la víctima contrajo a raíz del delito cometido en su persona 

o en su patrimonio con el fin de que su vida sea restablecida en lo posible a la normalidad, 

antes de que sufriera tales daños.  

 

 Las víctimas son sujetos de derechos que tienen múltiples necesidades y por tanto 

requieren ingentes esfuerzos interdisciplinarios para restablecer tales derechos, salud y 
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calidad de vida. Las víctimas merecen toda la atención social, el restablecimiento de sus 

derechos, un lugar prioritario, espacio privilegiado en la investigación, pero, sobre todo, 

a una reacción social favorable, sensible, solidaria y humanizada.  

 

 La reparación no consiste simplemente en una cuestión de asuntos monetarios y 

patrimoniales; se trata de un proceso que intenta mitigar el dolor de la víctima y evitar que 

los hechos vuelvan a ocurrir.  
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INTRODUCCION  

 La reparación digna, como se le llama en la actualidad en nuestro país, es el 

derecho que tienen las personas víctimas a ser resarcidas en sus derechos violentados. 

Antes del año 2011 y desde la vigencia de las codificaciones en materia penal y procesal 

penal, se le denominaba acción civil y se contemplaba dentro de la reparación privada. 

 Cuando es inevitable que una persona sea la afectada por la comisión de cualquier 

delito mencionado, figura a partir de ese momento como la “víctima o agraviado”, a quien 

se le ha perjudicado en sus derechos humanos, ya que la mayoría de los delitos afectan 

la integridad personal y traen consigo una serie de consecuencias negativas, lesivas a su 

patrimonio e intereses personales.  

 El problema planteado al inicio de la investigación es: ¿La reparación digna a favor 

de la víctima de un delito, responde a un derecho justo y racional? 

 Para dar respuesta a la interrogante se afirma que la reparación, para que sea 

justa, debe ser digna en relación con el reconocimiento que se haga de la víctima como 

persona contra quien se comete el hecho delictivo. Existen características mínimas para 

que la reparación digna sea objetiva, por lo que, para establecer el monto de la reparación 

digna, previamente. deben cumplirse algunos extremos. Estos son: su viabilidad, 

proporcionalidad y legalidad, acreditando que es un efecto propio del delito, para que la 

existencia en igualdad de condiciones como lo establece el artículo 4 de la Constitución 

Política de la República de Guatemala, con el objeto de visibilizar a la víctima y darle la 

oportunidad de alcanzar la igualdad en el proceso, sin embargo, no siempre se cumple 

el cometido. 
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 Para la elaboración de la investigación se utilizaron los métodos analítico, sintético, 

inductivo y deductivo.  

 El trabajo se desarrolló en cuatro capítulos. En el primero se trata lo referente a 

los conceptos generales e históricos sobre lo que es el sujeto víctima o agraviad; se hace 

referencia al derecho a la tutela judicial efectiva por ser un derecho fundamental, que está 

íntimamente ligado al derecho de defensa y debido proceso. Estas garantías propias 

constituyen la seguridad y certeza jurídica de los procesos judiciales y el debido proceso. 

 En el segundo capítulo se describe a la víctima y el reconocimiento de sus 

derechos. 

 En el transcurso del tercer capítulo se desarrolla la acción reparadora en el 

derecho penal guatemalteco en relación con el daño producido por el ilícito penal.  

 Finalmente, en el cuarto capítulo se aborda lo relacionado al derecho a un proceso 

racional y justo para la víctima en el proceso penal guatemalteco. 
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CAPÍTULO I 

1. Conceptos Generales 

1.1 Concepto de víctima o agraviado  

La vict ima const i tuye la parte más afectada en la cont ienda judic ia l ,  

debido a que estar dentro de un l i t igio no fue su objet ivo y tampoco 

pretender convert i rse en víct ima de nadie.  Sin embargo, por 

responsabi l idad de otra persona, de manera obl igada se ve inmersa 

dentro de un proceso penal.   

En este sent ido,  la voluntad es una def in ic ión del  sujeto act ivo 

sobre un objeto conocido y puede presentarse de manera del iberada o 

indel iberada (Plascencia,  2004, p.119).   

La et imología de la palabra víct ima proviene del lat ín  victĭma y con 

el lo se ref iere a la persona o animal sacr if icado o que se dest ina al 

sacr i f ic io. Notemos cómo dicha concepción hace referencia a l sacr if ic io, 

aunque ahora tenga un signi f icado más amplio 

(www.rae.es/recursos/diccionarios/drae. Fecha consulta:  31/03/2019). 

Víct ima, según el  Diccionario de la Real Academia Española ,  

proviene del lat ín victĭma,  que signif ica persona que padece por culpa 
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ajena o por causa fortu i ta (www.rae.es/recursos/diccionarios/drae. Fecha 

consulta:  20/07/2018).  

Las def in ic iones restr ingidas de corte juríd ico toman en cuenta que 

el  b ien afectado está juríd icamente tute lado, es decir ,  t ip i f icado en una 

ley penal,  confundiendo o usando como sinónimos el  concepto de víct ima 

y e l  de sujeto pasivo del  del i to . 

 Estas def in ic iones se basan solo en el  concepto cr iminal víct ima, 

que dista mucho de la real idad, pues olvidan que h ay muchas 

probabi l idades en el  sent ido de que lo in justo no es forzosamente lo 

i legal.   

 El  vocablo víct ima t iene diversos sent idos, desde aquel que t iene 

un sent ido re l igioso,  como of renda a la d ivin idad; e l popular, de 

suf r imiento;  e l  juríd ico,  que re lac iona directamente cr iminal -víct ima; 

hasta aquel los que le dan un enfoque más ampl io,  como lo es el  de la 

perspect iva de los derechos humanos , que son vio lados aun por la misma 

ley y por aquel los que deberían defend er las instancias de just ic ia.  

 Una forma de dar un lugar especia l  a las víct imas consiste en no 

confundir las con otras ent idades y por eso cabe el  cuest ionamiento:  ¿Es 

víct ima todo el  que suf re? Verbigracia,  ¿el  consultante que impaciente 

padece su enfermedad mental?,  ¿la mujer que es abandonada por su 
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pareja?,  ¿aquel damnif icado por causa de desastres naturales?, ¿ quién 

se accidenta por un descuido propio en su lugar de t rabajo?  

La respuesta es no .  Quien padece enfermedad f ís ica o mental  es 

un paciente que requiere un abordaje de salud,  la perso na dejada por su 

pareja es un ser humano en un conf l icto normal y legít imo que puede 

superar lo por sí mismo, por acompañamiento socia l ,  espir i tual  o 

psicológico cl ín ico.  Quien padece las fuerzas naturales es un 

damnif icado, que requiere asistencia de emerg encia y apoyo del poder 

e jecut ivo.  El  que padece un accidente laboral  requiere asistencia laboral 

y en salud. Es decir ,  n inguno de el los es una víct ima y no requiere del 

abordaje psicojuríd ico a las víct imas.  

Pero entonces ¿quiénes son las víct imas? Quienes padecen un 

del i to, y esta af i rmación se basa en la concepción psicojuríd ica de la 

Resolución 4034 de la ONU que l i teralmente expresa:  

Víc t im as  son las  personas  que  ind iv idua l  o  co lec t ivam ente  han su f r ido  daños ,  

inc lu yendo les iones  f ís icas  o  m enta les ,  s u f r im iento  em oc iona l ,  pérd ida  

f inanc iera  o  m enoscabo  sus tanc ia l  de  sus  derechos  fundam enta les ,  com o 

consecuenc ia  de  acc iones  u  om is iones  que  v io len  la  leg is lac ión  pena l  v igente ,  

inc lu yendo  la  que prosc r ibe  e l  abuso de l  poder  (Tap ias ,  2015,  p .  40) .    

 Una persona es víct ima cuando cualquiera de sus derechos ha sido 

vio lado por actos del iberados y mal ic iosos.  Así,  víct ima sería la persona 
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sobre quien recae la acción cr iminal,  o suf re en sí o en sus derechos las 

consecuencias nocivas de dicha acción.  

El  pr imer instrumento internacional con alcance universal  que 

def ine el  término víct ima es el  Conjunto de Princip ios Fundamentales de 

Just ic ia para las Víct imas de Del i tos y del  Abuso de Poder,  resul tante del 

VI I  Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del Del i to y 

Tratamiento del  Del incuente,  aprobado por la Asamblea General 

mediante Resolución 40/34, e l  29 de noviembre de 1985 . En este se 

indica que víct imas son las personas que han suf r ido daños f ís icos, 

mentales, emocionales,  económicos,  o menoscabo de sus derechos, a 

consecuencia d irecta de la comisión de del i tos o abuso de poder que no 

l leguen a const i tu ir  vio laciones de la ley penal nacional ,  pero sí vio len 

normas internacionales re lat ivas a derechos humanos, o de manera 

indirecta – fami l iares o personas a  cargo que tenga relación inmediata 

con la víct ima o quienes suf r ieron daños por asist i r la o defenderla -.  

En el  Conjunto de Princip ios se deja c laramente sentado que la 

cal idad de víct ima no depende de la aprehensión,  enju ic iamiento,  o 

condena del perpetrador y n i  s iquiera de su ident if icación .  Con el lo  se 

“despenal iza” poniéndola de manera autónoma, en el  centro de 

protección y asistencia a l  reconocer que ha padecido un daño con la 

comisión de un hecho que t iene consecuencias,  una de el las,  la punic ión 

i rrogada por e l  derecho penal.  
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De las def in ic iones anter iores se inf iere,  que la víct ima suf re a 

consecuencia de los actos perpetrados por esa persona y que repercuten 

en desmedro de quien no las or iginó y que se ve afectado en su persona.  

Durante siglos,  e l  s indicado ha gozado de derechos y garantías 

contenidos en las leyes y la Const i tución.  El lo,  con el  objet ivo que los 

mismos sean respetados y que su juzgamiento esté enmarcado dentro 

del  debido proceso y del  derecho de defensa . Sin embargo,  no ha 

sucedido igual con las víct imas, quienes al  igual que los s indicados 

deben tener los mismos derechos, por cuanto sus derechos como parte 

procesal son los mismos en tanto que el  culpable comete el  del i to y la 

víct ima lo recibe.   

Por lo tanto,  resul ta a lentador que las leyes se hayan ido 

modif icando y tomando en cuenta los intereses de la parte afectada, como 

ha sucedido en la legis lación nacional.   

La ley ha ampl iado considerablemente de manera formal la 

part ic ipación de las víct imas en términos de acceso a la just i c ia,  tomando 

en cuenta las característ icas socioculturales del  país, y por considerar 

que a la víct ima debe proporcionársele una tute la judic ial  efect iva de sus 

derechos,  lo que el  Estado está en la obl igación de br indar .  Antes de 

real izar las reformas al  Código Procesal Penal ,  a t ravés del  Decreto 

número 7-2011 del Congreso de la Repúbl ica,  las responsabi l idades 
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civi les estaban contenidas en los artículos 124 al  13491, y contenían una 

serie de requisi tos,  que, en la mayoría de los casos, se hacía n de dif íc i l  

cumpl imiento.  

De la manera como estaba regida la acción civi l  y e l  actor c ivi l ,  se 

hacía muy compl icado que la población de escasos recursos pudiera 

tener auxi l io  profesional,  para  const i tu irse como ta l  y pagar los 

honorar ios de un profesional del  derec ho, para que lo representara en 

las d i l igencias de los t r ibunales de just ic ia .  Peor aún, que, sobre esas 

cant idades de dinero,  debía sumarle los gastos derivados de la comisión 

del  del i to.  

Desde la entrada en vigor del  Decreto número 7 -2011 del Congreso 

de la Repúbl ica,  que reformaron los art ículos 5 y 124 del Código Procesal 

Penal ,  y derogaron de los art ículos 125 al  134, se ha dado un avance 

signi f icat ivo en el  acceso a la just ic ia para aquel las personas que están 

imposibi l i tados de contratar abogados . Así,  pues,  como se detal lará más 

adelante, la tute la judic ia l  resul ta efect iva.   

 

Desde el  in ic io de las reformas real izadas al  Código Procesal Penal  

se está vis ib i l izando a la víct ima por ser la parte más afectada por la 

comisión de un del i to,  y aunque el s indicado es una parte procesal 

importante,  lógicamente por ser e l  sujeto act ivo del  del i to,  la víct ima es 

quien ha suf r ido y padecido por esa acción ant i juríd ica y debe estar en 
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igualdad de condiciones para que se respeten sus derechos y garantías 

const i tucionales,  y en todo caso, nunca ha sido su propósito ser víct ima .  

 

El  cambio signi f icat ivo que suf r ió e l  Código Procesal Penal 

guatemalteco, con esta reforma, se real izó para benef ic iar a las víct imas 

de del i tos,  const i tu idas como querel lantes adhesivos o no,  es decir ,  fue 

un avance hacia una tute la judic ia l efect iva para tener l ibre acceso a 

ejerci tar sus derechos.  Así,  ya no es menester estar const i tu ido como 

querel lante para ser tenido como víc t ima.  

 

Con el  aparecimiento de la vict imología,  se pretende  recuperar e l  

papel preponderante dentro del  proceso penal, por supuesto ,  s in o lvidar 

que el  s indicado también ocupa ese lugar,  tanto en el  derecho penal 

como en la c iencia de la cr iminología.    

 No obstante que el concepto de víct ima puede ser muy subjet i vo,  la 

vict imología debe centrar su atención en víct imas reales que merezcan y 

necesi ten realmente atención cient íf ica,  humana . El lo,  puesto que, s i  se 

at iende a la subjet ividad del concepto,  es decir ,  a l  sent imiento de cada 

uno de ser víct imas, entonces quizá todos resultaríamos víct imas por 

a lguna u otra c ircunstancia,  con la imposibi l idad de ser atendidos por la 

vict imología.  Dicho factor real  deberá estar condicionado en la mayoría 

de los casos a condiciones objet ivas de vict imización.  
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1.2 Consideraciones respecto a la víct ima en la historia  

 Es obvio  que las fuentes de información con respecto a la  just ic ia 

represiva sean narraciones mito lógicas y a lgunos poemas de los pueblos 

pr imit ivos.  Lo cierto es que no se t iene certeza de las práct icas punit ivas 

en t iempos más remotos.   

 El  desar ro l lo  h is tó r ico  de la  r e fer ida  ins t i t uc ión  prov iene de la  v igenc ia  de las  

escue las  c lás ica  y pos i t i va ,  sobre  la  m ater ia ;  e l  p r inc ip io  de  accesor iedad de  

la  acc ión  c i v i l ;  l a  ex igenc ia  de un pat roc in io  le t r ado para  su  e je rc ic io  y  

de fensa;  la  pos ib i l idad de u t i l i zar  un  m andato  o  representac ión  y por  supues to ,  

la  opor tun idad  procesa l  para  representar  e l  esc r i to  de  la  acc ión  c iv i l  (Baqu iax ,  

2014 ,  p .  183) .  

 Se in ic ia con la venganza como el  aspecto que revest ía la función 

punit iva cuando todavía el  poder pol í t ico no se concebía como ta l ,  n i 

mucho menos poseía la fuerza necesaria dentro de los grupos humanos 

para imponerse a los part iculares.   

 No toda venganza puede considerarse como antecedente de la 

represión penal moderna; solo t iene re levancia como equivalente de la 

pena actual la act ividad vengadora que tenía el  apoyo de la colect ividad 

misma, mediante la ayuda mater ia l  o e l  respaldo moral  hacia e l  ofendido, 

reconociéndole su derecho a ejerci tarla.  
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 En un pr incip io , la función represiva,  la venganza,  estaba en manos 

de las víct imas, ya que las formas de organización y protección adecuada 

fueron producto de una evolución natural  del  hombre que paulat inamente 

dio or igen a formas de organización socia l  más acabadas.  

 La venganza dio o rigen a graves males.  Reacciones en cadena ante 

los nuevos hechos entre grupos, por concretar una nueva venganza, en 

la medida que fuera posib le,  pues los vengadores,  a l  e jerci tar su derecho, 

no reconocían l imitación alguna y causaban al  ofensor y a su fam il ia todo 

el  mal que pudieran, precisamente,  para evi tar las pernic iosas 

consecuencias de una reacción i l imitada.  

 De ahí que no sería raro af i rmar que una guerra desencadenada 

tuviera su or igen en una serie de venganzas interminables deb idas solo 

a una pr imera ofensa. Surgieron,  entonces,  formas organizadas para 

evi tar aquel los excesos que causaran males mucho mayores a los 

recib idos.  Hubo necesidad de l imitar la venganza y así apareció la 

fórmula del  ta l ión,  según la cual no podía devolvérsele a l  del incu ente un 

mal mayor que el  infer ido a su víct ima. La Ley del  Tal ión fue una de las 

pr imeras l imitaciones al  s istema de la venganza y a la intensidad del 

cast igo apl icado al  autor del  del i to.  El  propio término «Tal ión» no alude 

a un si t io, d ios o personaje:  der iva del adjet ivo lat ino  ta l is- ta le ,  que 

signi f ica «igual» o «semejante», y hace referencia a la proporción que 

deben guardar e l  del i to y la pena.  El  s istema ta l ional ,  que supone la 
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existencia de un poder moderado, impl ic a ya un desarrol lo considerable, 

su fórmula fue:  “O jo  por o jo,  d iente por d iente” .  Se t rata de restaurar e l 

daño infer ido arreglando ar i tmét icamente la s i tuación ante la ofensa. Así, 

la gravedad de la lesión juríd ica inf l igida se compara exactamente con la 

pena a apl icar,  y deja de ser la víct ima o su famil ia quienes determinan 

la extensión de la lesión y aquel la que corresponde inf l igir .   

 Enfocado de es ta  fo rm a e l  p r inc ip io  ta l i ón ico  p ie rde su  aparente  y fe roz 

insens ib i l i dad y se  t rans form a en una medida que,  am én de res t r ing i r  e l  

i l im i tado derecho a  la  venganza que ten ía  la  v íc t im a,  inyec ta  un concepto  de  

ecuan im idad no ex is ten te  has ta  entonces .  Es te  es  e l  verdadero  s ign i f icado de l  

ta l ión ,  lo  que  exp l ica  su  éx i to  y ráp ida  propagac ión en las  leg is lac iones  de l  

m undo entero  (Zam ora,  2010,  p .28) .  

 Cada persona, en lo individual,  e incluso cada famil ia o cada grupo, 

se protege y se hace just ic ia por su propia mano: se venga. Si  se piensa 

en que todo animal ofendido t iende por inst into a reaccionar, es fáci l  

comprender cómo la pr imera forma y ju st i f icación de lo que hoy l lamamos 

just ic ia penal debió ser,  por la naturaleza misma de las cosas, la 

venganza.  

 La venganza es inmemoria l ,  ya sea como simples impulsos 

inst int ivos de defensa y de venganza por la propia víct ima, sus famil iares 

o colect iva,  lo cual sucedía más a menudo. Nadie ponía en te la de ju ic io 

la venganza ante un hecho vio lator io.   
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 La just ic ia quedaba así en manos de la víct ima o las víct imas, que 

con su reacción producían una nueva lesión,  generalmente mayor a la 

infer ida por e l  agresor,  ya que tampoco se tomaban elementos valorat ivos 

de naturaleza y extensión del  daño suf r ido.  No había re lación de 

magnitud.   

 La venganza estaba just i f icada, pero no importaba su adecuación 

y,  por tanto,  su exceso; independientemente de que la víct ima,  haciendo 

uso de su sent ido de just ic ia,  pudiera of recer su indulgencia.  Esa era por 

entonces la jerarquía de la víct ima. En t iempos pr imit ivos,  e l  hombre 

regía su conducta vinculada a la retr ibución a la magia y a la psicología 

colect iva del  c lan,  que const i tuía su cosmovisión del  a lma.   

 No se puede dejar de observar que las reacciones, aun de la propia 

víct ima o de los incip ientes colect ivos socia les,  fuesen excesivas y por 

ende también vict imizantes,  aun por e l  tabú vio lado que exige la 

expiación.   

 Una vez conformadas las pr imeras formas organizadas de 

convivencia,  es obvio que la reacción contra e l  autor del  hecho fue 

colect iva,  pues con el tabú vio lado se habían quebrantado las normas de 

convivencia socia l .  Uno de los cast igos más ant iguos a imponer fue la 

lapidación.  La lapidación consist ía en el  l anzamiento de piedras a alguien 
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con el  f in de matar lo,  era una pena que consist ía en ser muerto a 

pedradas públ icamente.   

 Si  d icho cast igo  no se daba, los d ioses podían i rrumpir con sus 

calamidades en el  seno socia l ,  por lo que era necesario puri f icar e l 

ambiente de los dañosos males que el  autor y su hecho habían dejado 

con su acto.  

En re lac ión  a  los  antecedentes  de  los  a lcances  de  la  Ley de l  Ta l ión  se  

es tab lece:  “Con las  le yes  de l  ta l ión ,  es tab lec idas  en cód igos  com o e l  de  

Hamm urab i ,  Manú en la  I nd ia ,  en  la  Le y de  las  X I I  Tab las ,  en  e l  Zend-Aves ta  

persa ,  en t re  o t ros ,  se  es tab lecen  ya  las  p r im eras  l im i tan tes  de  la  venganza ,  

en  pr inc ip io  porque se  in ten ta  poner  f in  a  la  desproporc ión  ent re  e l  daño  

in fer ido  y  la  r espues ta  de la  v íc t im a;  pero  sobre  todo porque se  es tab lecen las  

bases  de lo  que vendr ía  a  der i var  en  e l  poder  po l í t ico  de los  nac ien tes  es tados .  

E l  s is tem a ta l i ona l  que supone la  ex is tenc ia  de un poder  m oderado,  im p l ica  ya  

un desar ro l lo  cons ide rab le . 9 Su  fó rm ula  fue :  O jo  por  o jo ,  d ien te  por  d ien te”  

(Cury.  2005 .  p .  17) .  

 En ese orden de ideas,  la Ley del  Tal ión,  s in lugar a dudas, 

representó una considerable norma en los pueblos ant iguos al  l imitar los 

excesos de la venganza personal o de grupo, señalá ndose objet ivamente 

la medida de la reacción pr imit iva en función del  daño ocasionado por el 

del i to .  Con el  paso del t iempo y con la evolución de las ideas de la 

sociedad, de la moral  y de la cul tural  a t ratar de mantener e l  derecho . 

Fue así como se destacó de manera fundamental  a la reparación e 
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indemnización,  pues el  abandono en que se encontraba la víct ima del 

del i to h izo necesario que no se dedicara toda la atención al  perpetrador 

del  del i to, s ino que también compart iera d icha atención con  la víct ima 

de una manera inmediata, obl igando así a l  ofensor a l  pago de lo debido, 

a la rest i tución,  la indemnización y la reparación ,  que puede hacer valer 

inclusive contra terceros que se encuentren l igados o re lacionados con 

el  obl igado hasta lograr conformar la in demnización del daño tanto moral 

como mater ia l .  Se t rataba de restaurar e l daño infer ido arreglando 

ar i tmét icamente la s i tuación ante la ofensa. La gravedad de la lesión 

juríd ica inf l igida se compara exactamente con la pena a apl icar y deja de 

ser la víct ima o su famil ia quienes determinan la extensión de la lesión y 

aquel la que corresponde inf l igir .   

 Se desl iga así a la víct ima y a los suyos del manejo y ejecución del  

cast igo,  t raspasando dicha facul tad a un juez imparcia l ,  exento de 

preju ic ios,  quien somet iendo los hechos a prueba resuelve el  conf l icto.  

En re lac ión  con la  com pos ic ión  se  es tab lece que:  “En la  ap l i cac ión  de la  

com pos ic ión ,  es  aque l la  m ediante  la  cua l  e l  o fensor  y su  fam i l ia  rescataban  

de l  o fend ido y de  los  suyos ,  m ed ian te  e l  pago  de  una  can t idad,  e l  derecho  a  

la  venganza.  As í ,  deb ido a  que se  adv ier te  que la  reacc ión  v io len t ís im a de la  

v íc t im a no conduce a  n inguna re lac ión  prop ic ia  y no  t iene m ayor  sent ido ,  y a  

que en la  com pos ic ión  m onetar ia  que deberá  pagar  e l  o fensor  se  encuent ra  

una acep tab le  fó rmula  de resarc im iento ,  la  v io  len ta  reacc ión  que 

genera lm ente  te rm inaba con e l  sangu inar io  an iqu i lam iento  de l  o fensor ,  
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pr im ero ,  y e l  in f l i g i r  un  daño  s im i la r  después ,  se  va  am or t iguando y la  v íc t im a 

asum e o t ro  pape l .  Ahora  la  e lecc ión  de la  cant id ad le  cor responde a  la  v íc t im a:  

la  venganza  por  e l  daño su f r ido  debe  su f r i r la  e l  agresor  (o jo  por  o jo )  o  m erece 

indu lgenc ia  por  m edio  de l  o torgam iento  de una  sum a de d inero  que e l  agred ido  

es t ipu la”  (O jeda ,  1993,  p .  21) .  

 En la cul tura maya de México prehispánico pr ivó la composición 

respecto de del i tos como el  homicid io culposo, muerte no procurada por 

e l  cónyuge, daño en propiedad ajena e incendio por imprudencia,  que se 

daba a t ravés de los b ienes propios del  ofensor o en su caso de su mujer 

u otros fami l iares.   

 En las legis laciones españolas,  las atrocidades de las penas tenían 

como f inal idad lograr la compensación.  Pero es siempre la víct ima y su 

famil ia quienes t ienen el poder d iscrecional y efect ivo en el  e jercic io del 

derecho a la venganza.  

 En la Época de la Composición,  que fue seguida a la Ley del  Tal ión 

las sumas a percib ir  y las formas de su distr ibución estaban sujetas a 

una especie de tablas o tar i fas.  Después ,  la Composición quedó en 

manos de los jueces, quienes manejaban las tablas,  dejándo se así las 

t ransacciones pr ivadas de lado, pasando al  texto de la ley y conf iando su 

manejo a la autor idad de los jueces, dependiendo de la cal idad del occiso 

y su grado de parentesco, la composición revest ía var ias formas. Así,  por 

e jemplo,  la composición  por un hombre muerto era mucho mayor a la de 
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una mujer;  la de un joven, mayor a la de un sujeto de avanzada edad; la 

de una persona sana, mayor a la de un enfermo. Y por e l  parentesco, el 

par iente pol í t ico cobraba más que el que no lo era.   

 En un pr incip io, en el s istema de composiciones la mujer no tenía 

derecho a cobrar,  pues se le consideraba incapaz de ejerci tar la 

venganza famil iar.   

 Luego se le otorgó derecho en caso de que fa l taran herederos 

varones. Cabe destacar la importancia que se asignaba a la víct ima 

desde la Ant igüedad hasta bien entrado el  medievo. Era t i tu lar, por así 

decir lo,  de la acción y la just ic ia que ejercía s in miramientos ,  era 

debidamente compensada por e l daño irrogado, pudiendo al  pr incip io f i jar 

su monto. Después quedará sepul tada durante mucho t iempo en el  más 

completo de los o lvidos,  hasta el  advenimiento de la vict imología.  

 En re lación con la venganza públ ica,  a medida que los Estados 

adquieren mayor sol idez,  se empieza a hacer la d ist inción entre del i tos 

pr ivados y públ icos,  según el  hecho lesione de manera directa los 

intereses de los part iculares o el  orden públ ico.   

 Esta es la etapa donde aparecen las leyes más severas y crueles, 

en que se cast iga con la mayor dureza no solo crímenes más graves,  s ino 
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los hechos hoy indi ferentes,  como los del i tos de magia y hechicería,  que 

se juzgan por t r ibunales especia les con el  r igor más inhumano.  

 Los t r ibunales juzgan en nombre de la colect ividad, y para la  

supuesta salvaguarda de esta se imponen penas cada vez más crueles. 

Así,  la represión penal aspira a mantener,  a toda costa,  la t ranqui l idad 

públ ica, f in que intenta conseguir  mediante el  terror y la int imidación que 

causa la f recuente ejecución de las penas. Estas persecuciones 

const i tuyen uno de los episodios más sangrientos del  derecho penal 

europeo durante los s iglos XV al XVIII .  Son los postulados de Rousseau 

los que de manera categórica sirven de fundamento a la nueva forma de 

organización,  la que se sustenta en el  contrato socia l :  en el  estado 

natural los hombres gozan de l i bertad e igualdad, que se pierde por e l 

contrato socia l ,  pero el lo les hace ganar su l ibertad civi l  y la propiedad 

de todo lo que poseen.  

 En efecto, es la necesidad de una convivencia organizada la que da 

or igen al  Estado derivado, un Estado secundario qu e consagra los 

derechos naturales del hombre con la única l imitante del  respeto a los 

derechos de terceros;  y todo con una pr imordia l  f inal idad: posib i l i tar la 

convivencia socia l .   
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 Es así como la fórmula de la modernidad debe hacer posib le la 

convivencia humana, además de crear las condiciones para que cada uno 

alcance sus expectat ivas de vida.   

Respec to  a  la  conv ivenc ia  hum ana se es tab lece que:  “Para  que ta les  ob je t i vos  

se cum plan,  e l  Es tado cuenta  con  su  pr inc ipa l  ins t rum ento  que es  e l  derecho ,  

dent ro  de l  que las  norm as pena les  se  ev idenc ian com o aque l las  en que la  

f uerza  es ta ta l  en  pro  de la  preservac ión  de l  p rop io  derecho es  por  demás 

m ani f ies ta .  As í ,  e l  de recho pena l  en  la  m odern idad surge a l  am paro  de es tos  

pos tu lados ,  y con la  m isma f ina l idad  prop ia  de l  derecho  en  s í ;  es to  es ,  hacer  

pos ib le  la  conv ivenc ia  soc ia l .  E l  Derecho Pena l  m oderno se  er ige  entonces  

para  preservar  la  es tab i l i dad soc ia l ,  por  e l lo  se  a lude a l  derecho pena l  en  sus  

or ígenes  com o un derecho de defensa soc ia l ”  (Rousseau ,1996 ,  p .  21) .  

 El  derecho penal de la modernidad no fue estructurado para 

proteger a las víct imas, s ino para proteger a la sociedad organizada al 

amparo del  Estado moderno, y lo hace evi tando la venganza de la víct ima 

y depositando ta l  facul tad en el propio Estado, posi b i l i tando así la 

estabi l idad de la sociedad organizada.  

 “E l  derecho pena l  en  la  m odern idad se  es t ruc tur a para  tu te la r  b ienes  ju r íd icos  

que  no  son  o t ra  cosa  que  aque l los  derechos  hum anos  en  cu yo consenso  se  ha 

in fer ido  que un ser  hum ano puede desar ro l la rse  p lenam ente ,  en  pro  de la  

organ izac ión  soc ia l  y  no  de l  p rop io  t i tu la r  de  aque l  derecho.  De l incuente  es ,  

en los  in ic ios  de l  Es tado m oderno,  aque l  que a tenta  cont ra  e l  cont ra to  soc ia l ”  

(Bus tos ,1983,  p .  27) .  
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1.3 La victimología y su objeto de estudio  

 Fue hasta 1948 cuando un profesor alemán, penal ista y cr iminólogo, 

residente en los Estados Unidos y proveniente de la Alemania nazi ,  

publ ica un t rascendental  t rabajo, The Criminal and His Vict im .  Hans Von 

Hent ing es considerado por esto como uno de los pr imeros estu diosos en 

real izar un estudio ser io y acabado acerca de esta nueva prot agonista 

del  del i to,  la víct ima, se le real iza por pr imera vez como un factor en la 

del incuencia. El autor anal iza la juventud, la ancianidad, la 

concupiscencia, la depresión del  sujeto  pasivo,  como un factor incluso 

decis ivo en la acción del  del incuente.  Complementa sus invest igaciones 

con un volumen dedicado a las estafas,  desarrol lando una todavía mayor 

c lasi f icación de las víct imas.  

 La moderna vict imología no pretende volver a una é poca pr imit iva 

en dónde la just ic ia pr ivada, la autocomposición o la venganza sean las 

reglas generales del s istema . Por e l contrar io,  los postulados 

vict imológicos no impl ican un retroceso en cuánto a los derechos de los 

otros intervin ientes del  proceso, como señalan muchos en cuanto al 

problema que tendría e l  dar le mayores derechos al  ofendido,  en 

desmedro del  imputado.  
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 Esta vis ión es sesgada y errada, ya que un proceso penal que pueda 

caracter izarse de respetuoso de las garantías de las personas no pue de 

en ningún caso dejarse l levar por la emocional idad de estas.   

 “La  jus t ic ia  en  n ingún  caso es  la  asp i rac ión  de las  pet ic iones  de un su je to  en  

par t icu la r ,  s in  m ás  b ien  la  búsqueda,  en  la  m edida de las  pos ib i l idades  

m ater ia les  y lega les ,  de  la  recons t rucc ión  de aque l lo  que ha acaec ido ,  

rom piendo la  paz soc ia l  y ap l icando a  e l lo  una sanc ión  prev iam ente  

determ inada por  e l  leg is lador ,  a  t ravés  de un juez im parc ia l  e  independ iente  

de los  sent im ientos  de  las  par tes ,  por  m ás  leg í t im os  que  es tos  sean”  

(Neum an,1992,  p .  23) .  

 Para las concepciones más evolucionadas y democrát icas del 

Estado de derecho, este no puede concebir  que la del incuenc ia se deba 

a causas et io lógicas  y,  por tanto,  fomentar pol í t icas de exterminación 

masivas hacia una categoría de población det erminada.  

 En su var iante jur isdiccional,  reconoce los derechos de los 

intervin ientes,  de todos, s in entregarles a a lgunos, en desmedro de los 

demás, teniendo siempre presente el  hecho de que el coloso estatal  t iene 

todo el  poderío t ras de sí para penar,  y e l  imputado, nada.  

 En este sent ido,  hoy en día muchas veces se ha exagerado al  ver 

a la vict imología ,  en cuanto a que su real  mot ivo de nacimiento sería e l 

encontrar vías para arr ibar a mejores indemnizaciones hacia las víct imas, 



 

20 

 

entregando sus reales p retensiones solo a lo monetar io.  Por e l  contrar io, 

como lo señala  e l movimiento vict imológico persigue una redef in ic ión 

global del  estatus de la víct ima y de las re laciones de esta con el 

del incuente,  e l  s istema legal,  la sociedad, los poderes públ icos,  la  acción 

pol í t ica.    

 La discip l ina que t iene por objeto el  estudio de la víct ima de un 

del i to,  de su personal idad, de sus característ icas bio lógicas, 

psicológicas,  morales,  socia les y cul turales,  de sus re laciones con el 

del incuente y del  papel que ha dese mpeñado en la génesis del  del i to. 

Hoy son tres áreas pr incipales las que cobi ja e l  conocimiento 

vict imológico como son las encuestas de vict imización.  La información 

acerca de las víct imas; la posic ión de la víct ima en el proceso penal, es 

decir ,  los derechos de las víct imas; y,  la atención asistencia l  y económica 

a la víct ima, es decir ,  las necesidades de las víct imas.  

 El  fenómeno es universal ,  porque en él  están caracter izadas todas 

las c lases de víc t imas sea cual fuera la causa de su si tuación.  Se 

ent iende que el  est i lo  de vida,  las rut inas de las personas, las 

oportunidades puntuales son instancias de anál is is para ver s i  a lguien 

puede ser suscept ib le de ser víct ima de del i to o no.   

 Acorde a este modelo expl icat ivo,  e l  comportamiento de la víct ima 

es de gran importancia,  eso sí,  pero la manera de su comportamiento,  su 
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est i lo de vida es una característ ica de su personal idad.  Las sociedades 

necesitan más que un derecho penal que cast igue. Requiere de 

discip l inas que permitan ref lexionar acerca de los recl amos ciudadanos.  

 La restauración de un orden no solo se alcanza a través de la 

actuación del  poder judic ia l  con la creación de normas juríd icas que 

regulen conductas.  En este sent ido,  resul ta indispensable comprometer 

un desarrol lo de un comportamiento é t ico,  de pr incip ios que debieran ser 

propios del  ser humano: to lerancia a la d iversidad o complej idad del ser 

humano, respeto,  como un antídoto a la vio lencia.  

 La  v íc t im a de l  de l i to ,  por  m uchos  años  fue  la  gran o lv idada de l  s i s tem a pena l ,  

las  razones  para  es te  tem pora l  o l v ido  de los  padec im ientos  de  las  v íc t im as,  

es t im o pueden encon t rarse  en  la  h is to r ia  de  la  c r im ino logía ,  que por  t an tos  

años  supuso que los  de l i tos  eran produc to  de la  exc lus iva  vo lun tad de l  hom bre 

de l incuente  y que ,  en  consecuenc ia ,  l a  soc iedad,  y e l  Es tado no les  

cor respondía  n inguna responsab i l i dad  en la  génes is  de  c r im en y 

consecuentem ente  nada deben a  la  v íc t im a (Tap ias ,  2015,  p .  22) .  

 

1.4 Concepto de tutela judicial  efectiva   

 La tute la judic ia l  efect iva se encuentra contenida tanto en  nuestra 

carta magna como en leyes sustant ivas ,  ta l  es e l caso del Código Penal, 

e l  Código Civi l ,  e l  Código de Trabajo  y procesales como el  Código 

Procesal Penal .   
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 La tute la judic ia l  e fect iva es la posib i l idad de reclamar a los órganos 

judic ia les la apertura de un proceso para obtener una resolución 

mot ivada y argumentada sobre una pet ic ión amparada por la ley.  

 Todas las partes intervin ientes dentro de un proceso  acusator io 

adversaria l :  s indicado, tercero civi lmente demandado,  agraviado, 

víct ima,  víct ima cola teral  y e l  propio Minister io Públ ico ,  gozan de la tute la 

judic ia l  que el  Estado está obl igado a br indarles . Sin embargo, en el  

presente estudio se t ratará lo re lat ivo a la tute la judic ia l  a que t ienen 

derecho los agraviados, ofendidos o víct imas . 

 El  derecho a la tute la judic ia l  efect iva,  por ser  un derecho 

fundamental ,  está ínt imamente l igado al  derecho de defensa y debido 

proceso, garantías propias que const i tuyen la seguridad y certeza 

juríd ica.  En el caso de quien está s iendo juzgado  al  e jercer sus acciones 

y hacer valer sus derechos, está  desarrol lando su derecho a la 

invio labi l idad de ser condenado, pr ivado de sus derechos, s i  no ha sido 

ci tado, oído y vencido en ju ic io legal ante juez o t r ibunal competente .  Asi 

también, que exista un debido proceso, en el  cual tenga la oportunidad 

de part ic ipar o b ien estar enterado de lo que sucede, dentro de todo el  

desarrol lo del  proceso, por cuanto el  asunto que se está di lucidando gira 

en torno a sus intereses,  tanto por la comisión del  deli to como por las 

repercusiones que ese del i to le ha causado, como es, la importancia que 

reviste,  luego de las reformas al  Código Procesal Penal  la víct ima, a 
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quien se le reconoce como parte medular en un proceso judic ia l ,  a la par 

de sindicado y no como se había t ratado en el  Código Procesal Penal ,  

antes de las reformas al  Código Procesal Penal , real izadas a t ravés del 

Decreto 7-2011 del Congreso de la Repúbl ica . Estas obedecieron a las 

necesidades de las víct imas de recib ir  una indemnización acorde a su 

dignidad humana, no únicamente como una sanción pecuniar ia, s ino de 

manera integral .  Debido a el lo , resul ta que deben ser rest i tu idas de 

manera íntegra,  tanto en sus afectaciones f ís icas y psicológicas como 

morales,  causadas por la comis ión del  del i to.   

 Lo expuesto anter iormente ha sido un proceso largo y  nada fáci l ,  

no tanto a n ivel  formal,  porque las reformas introducidas al  Código 

Procesal Penal  a t ravés de los Decretos números 18 -2010 y 7-2011 del 

Congreso de la Repúbl ica ,  a l  entrar en vigencia,  fueron de estr icto 

cumpl imiento y los juzgadores y abogados l i t igantes tuvieron que 

ponerlas en práct ica,  s i tuación que ha sido dif íc i l ,  puesto que muchos de 

el los ( jueces y abogados defensores),  no alcanzan a comprender la tute la 

judic ia l  efect iva hacia la víct ima . Debido a el lo,  los abogados defensores 

han acudido al  planteamiento de acciones const i tucionales como la 

acción de amparo y de inconst i tucional idad ante su inconformidad sobre  

la part ic ipación de la víct ima dentro del  proceso penal.  

 Estos intentos por pretender que la tu te la judic ia l  únicamente 

ampare a los s indicados ha sido inf ructuosa, puesto que se han dictado 
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sentencias por los t r ibunales que han conocido en mater ia de amparo o 

inconst i tucional idad, y jur isprudencia de la propia Corte de 

Const i tucional idad, que han d ictaminado, en favor de las víct imas . Esto, 

porque como se mencionó, son derechos y garantías protegidas por la 

Const i tución para cualquier persona y no para un grupo determinado y,  

ahora,  con las nuevas tendencias a nivel  mundial ,  los países han tenido 

que adecuar su legis lación para garant izar la tute la judic ia l  hacia las 

víct imas. 

 Al  r espec to  de  la  tu te la  jud ic ia l ,  la  Cor te  de Cons t i tuc iona l idad se  ha re fer ido  

de la  s igu ien te  m anera :  “Los  ar t ícu los  12  y  29  de la  Cons t i tuc ión  Po l í t ica  de  

la  Repúb l ica  de Guatem ala ,  cont ienen los  derechos  a l  deb ido proceso y l ib re  

acceso a  t r ibuna les  y dependenc ias  de l  Es tado ,  m ed iante  los  cua les  se  

garant i za  e l  derecho de toda persona a  se r  c i tada,  o ída  y venc ida en proceso 

lega l ,  l o  cua l  im p l ica  la  pos ib i l i dad  e fec t iva  de  ocur r i r  an te  e l  ó rgano 

ju r isd icc iona l  y la  de  rea l i zar  an te  e l  m ism o,  todos  los  ac tos  lega les  

encam inados  a  la  de fensa de sus  derechos  en ju ic io ,  en  la  f o rm a y con  las  

so lem nidades  presc r i tas  en  las  leyes  respec t ivas ,  de  ahí ,   que  toda  negat iva  

a  inc lu i r  en  una reso luc ión ,  e l  p ronunc iamiento  que m erezca un in teresado,  

cuando es te  m ani f ies ta  in terés  en  e l  p roceso,  por  m ucho que se  jus t i f ique,  

resu l ta  les ionan te  a  la  pos ib i l idad de ap l icar  la  garant ía  rea l  de  l ib re  acceso a  

los  t r i buna les  consagrada cons t i tu c iona lm ente ;  con  m ayor  razón,  cuando  las  

cons tanc ias  procesa les  determ inen la  re lac ión  que ex is te  o  ex is t ió  en t re  e l  

so l ic i t an te  y e l  p roceso pr inc ipa l  que se  vent i la ” .  Gace ta  No.  79 ,  Exped iente  

676-2005;  f echa sentenc ia  28/03 /2006;  y Gaceta  No.  90 ,  Exped i ente  3220;  

f echa sentenc ia :  28 /11/2008 .  
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 De esta doctr ina  legal de la Corte de Const i tucional idad se extrae 

lo refer ido sobre la asociación o  apl icación conjunta del  derecho de 

defensa y del  debido proceso con la tute la judic ia l ,  que van 

implíc i tamente re lacionadas, a efecto de desarrol lar las garantías dentro 

de un proceso. El lo,  por cuanto el  derecho de las personas de ser c i tadas, 

oídas y vencidas en proceso legal es también apl icable a las partes que 

no sean los s indicados, contrar io sensu ,  como se ut i l izó en t iempos 

pasados, en la práct ica forense, en que se atendía al  contenido del 

art ículo 12 de manera l i tera l ,  s in pensar en apl i car lo a favor de las 

víct imas.     

Preceptúa el  art ículo 29 de la Const i tución Polít ic a de la Repúbl ica de 

Guatemala:   

 “L ib re acceso a  t r ibuna les  y dependenc ias  de l  Es tado.   Toda persona  t i ene  

l ib re  acceso a  los  t r ibuna les ,  depen denc ias  y o f ic inas  de l  Es tado ,  para  e je rcer  

sus  acc iones  y hace r  va ler  sus  derechos  de conform idad con  la  ley” .  Es ta  

garant ía  cons t i tuc iona l  se  com plem enta  de  m anera  d i rec ta  con  lo  regu lado en  

e l  a r t ícu lo  5  de l  Cód igo  Procesa l  Pena l ,  e l  cua l  con t iene  la  t u te la  jud ic ia l  

efec t iva  para  las  v íc t im as ,  de  la  s igu ien te  m anera :  “F ines  de l  proceso.  E l  

p roceso pena l  t iene por  ob je to  la  aver iguac ión de un hecho señ a lado com o 

de l i to  o  fa l t a  y las  c i rcuns tanc ias  en  que pudo ser  com et ido ;  e l  es tab lec im iento  

de la  pos ib le  par t ic ipac ión  de l  s ind icado;  e l  p ronunc iam iento  de la  sentenc ia  

respec t iva ,  y la  e jecuc ión  de la  m ism a.  La  v íc t im a o  e l  agrav iado y e l  im putado,  

com o su je tos  procesa les ,  t i enen derecho  a  la  tu te la  jud ic ia l  e fec t iva .  E l  
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proced im iento ,  por  ap l icac ión  de l  p r inc ip io  de l  deb ido proceso,  debe responder  

a  las  leg í t im as  pre tens iones  de am bos .   

1.5 El debido proceso 

No se t rata de crear un proceso cualquiera,  s ino u n proceso idóneo 

para que el  Estado ejerza la jur isdicción y los sujetos involucrados tengan 

una efect iva solución a sus controversias ( Couture, Eduardo. Fundamentos 

del  Derecho Procesal Civi l  Depalma. Buenos Aires. 1958 ci tado en 

Colombo Campbell ,  Juan. El debido proceso const i tucional .  Bib l ioteca 

Juríd ica Vir tual  del  Inst i tuto de Invest igaciones Juríd icas de la UNAM. 

Disponible en página web: 

www. jur id icas.unam.mx/publ ica/ l ibrev/rev/dconst la/cont/20041/pr/pr10.p

df .  p.157). 

 

La constatación de la existencia,  dentro del  Estado, de un sistema 

procesal  impl ica aceptar la preeminencia del  proceso como medio para 

reclamar y obtener la  tute la de los intereses de las personas, f rente a los 

demás medios t radic ionales, que  son la autotute la o autodefensa y la 

autocomposición.   

 

Bien sabemos que la autotute la  impl ica la imposic ión de la voluntad 

del más fuerte,  y la autocomposición,  impl ica la  resolución del  conf l icto 

por las mismas partes,  cuest ión que es dif íc i l  de conseguir ,  ya  que el  
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conf l icto nace precisamente po r la controversia de voluntades, además 

de que,  en algunos casos, e l  acuerdo puede afectar intereses de la 

colect ividad. 

 

“Este mecanismo de solución de conf l ictos otorgado por e l  Estado, 

debe asegurar la imparcia l idad de la decis ión adoptada, logrando que  los 

c iudadanos crean en que este es el método más justo para solucionar las 

controversias” (Colombo Campbel l ,  Juan. El debido proceso 

const i tuc iona l .  Bibl ioteca Juríd ica Virtual  del  Inst i tuto de Invest igaciones 

Juríd icas de la UNAM. Disponible en página w eb: 

www. jur id icas.unam.mx/publ ica/ l ibrev/rev/dconst la/cont/20041/pr/pr10.p

df .  p.187). 

 

Los elementos del  s istema procesal,  de esta forma, s iguiendo al 

profesor Alex Carocca Carocca P, Alex.  Ob. Cit .  p.215 , serían las 

personas, los t r ibunales y e l  proceso .  

 

Las personas, usuarias del  s istema, son el  e je sobre el  que se 

const i tuye el  proceso, los que ponen el  s istema en  movimiento para 

obtener la tute la de sus intereses cuando son desconocidos por  personas 

u organismos part iculares o estata les.   

 

Con el  f in  de evi tar la autotute la, e l  Estado les ofrece a los 

c iudadanos un sistema organizado para obtener la tutela  juríd ica,  donde 
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cualquier persona que se vea afectada puede y debe acudir  a l  s istema  

procesal  penal ,  para actuar en protección de su propio interés,  

const i tuyendo una manifestación de la propia l ibertad de las personas.  

 

Los t r ibunales, por tanto,  son los órganos que permanecen a 

disposic ión de las personas para proporcionar la tute la de sus derechos, 

debiendo los jueces desarrol lar  una serie de actos  que se desenvuelven 

en el  t iempo para arr ibar a una decis ión del  asunto controvert ido por 

medio de la sentencia,  const i tuyendo la jur isdicción una manifestación 

de la función jur isdiccional.  

 

El “debido proceso”,  por tanto,  es el  proceso establecido con e l  f in 

de cumpl ir  integralmente la función const i tucional de resolver conf l ictos 

de intereses de re levancia juríd ica,  protegiendo y resguardando la 

organización del  Estado, las garantías const i tucionales, y,  en def in i t iva,  

la p lena ef icacia de los derechos .  Al  e levarse este pr incip io a rango 

const i tucional,  por tanto,  produce como resultado natural  la apl icación 

imperat iva del  pr incip io de la supremacía const i tucional,  garant izando así  

su ef icacia real .  El  deber que se le impone al  proceso de ser justo le 

impone al  juzgador resolver los conf l ictos con la mayor equidad posib le, 

donde el  legis lador debe crear una legis lación procedimental que permita 

lograr con ef icacia la solución de conf l ictos . 
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CAPÍTULO II 

2. La víctima y el  reconocimiento de sus derechos  

 

2.1. Victimización 

El concepto de vict imización se hace presente a part i r  de la idea de 

víct ima y de vict imario.  Podemos comenzar def in iendo a la víct ima como 

una persona que suf re e l  ataque o la desid ia de otra persona  

(ht tps: / /www.def in ic ionabc.com/salud/vict imiza cion.php. Fecha de 

consulta:  31 de marzo de 2019).  

 

La víct ima lo puede ser de maltrato f ís ico,  de maltrato verbal,  de 

malt rato psicológico.  Sin embargo, e l concepto de vict imización se abre 

un poco de esta def in ic ión debido a que supone ya un cierto grado  de 

exageración en la condición que una persona determina de sí misma (o 

que otros determinan de el la) para considerarse víct ima en si tuaciones 

que no necesariamente lo suponen.   

 

Para  los  espec ia l is tas  en ps ico log ía ,  la  v i c t im izac ión  es  una cond ic ión  de l a              

sa lud  m enta l  de  una persona  a  par t i r  de  la  cua l  esa persona se  observa  a  s í  

m isma com o cent ro  de todos  los  a taques  y  agres iones  que pueden ex is t i r  en  

una re lac ión  hum ana.  Para  m uchos  la  v ic t im izac ión  es  una fo rma de l l am ar  la  

a tenc ión  sobre  s í  m ism o,  pero  de m anera  negat i va .  A d i f e renc ia  de a lgu ien  

que l l am a la  a tenc ión  sobre  s í  a  par t i r  de  e lem entos  que cons idera  pos i t i vos ,  
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la  v ic t im izac ión  supone una v is ión  negat iva  sobr e  la  rea l idad que la  persona  

en cues t ión  su f re  (h t tps : / /www.def in ic ionab c .com /sa lud/v ic t im izac ion .php .  

Fecha de  consu l ta :  31 /03/2019) .   

 

A través del  procedimiento la víct ima va siendo vict imizada en 

var ios aspectos,  como al no ser debidamente informada de su papel y de 

su alcance, n i  de la marcha de sus actuaciones, n i  de la decis ión de sus 

causas; a l  no presentar le asistencia adecuada en el desenvolvimiento del 

procedimiento; a l  no evi tar las demoras innecesarias en la resolución de 

sus causas y en la e jecución de sus mandamientos;  a l  no ser atendidas 

sus preocupaciones ni  op in iones, cuando los que están en juego son sus 

intereses;  y no se diga las d i f icul tades para la obtención de la reparación 

del  daño. 

 

2.2. Niveles de victimización 

 Los t ipos de víct imas son de dist inta naturaleza, ya sea cuando 

están recogidos por las leyes o no.  Así,  están presentes las víct imas de 

los del i tos patr imoniales, sexuales, contra la vida, contra e l honor, 

etcétera.  De esta manera, debemos atenernos a la ident if icación del b ien 

juríd ico protegido para entender quién está suf r iendo las consecuencias 

dañosas del i l íc i to.   

 “La  ident i f i cac ión  de qu ienes  sean v íc t im as  hay que e fec tuar la ,  adem ás ,  con 

un c r i t e r io  am pl io :  no  so lo  son  v íc t im as  los  que su f ren  d i rec tam ente  la  acc ión  
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de l ic t i va ,  s ino  tam bién aque l los  que ,  s in  su f r i r  d i rec tam ente  e l  daño ,  se  ven 

ind i rec tam ente  per jud icados”  (So ler ,1989,  p .  17) .  

 Especia l  atención merecen los l lamados del i tos con perjudicados 

di fusos,  como los del  ámbito ecológico,  o de la salud públ ica,  en los que 

la ident if icación de las probables víct imas no es tan clara como lo  es en 

el  caso de un del i to patr imonial ,  por mencionar un ejemplo.   

 Se ent iende por v ict imología t radic ional,  o de mínimos, como él 

menciona, que incluye únicamente a las cruentas,  d irectas e inmediatas, 

mientras que, por otro lado, la que él  denomina como vict imología de 

máximos, ensancha notablemente su número e incluye también a las 

incruentas,  las mediatas, las famil iares y amigas de las víct imas directas, 

los pobres.  

 Pérez (2001) af irma: “Las víct imas, que asumen un papel 

insust i tu ib le en el  proceso de apl icación de la ley penal, se sienten 

abandonadas, o lvidadas, postergadas y,  en algunas ocasiones, 

humil ladas por e l  t rato y respuesta confer ida por e l  s istema estatal  de 

just ic ia ”  (p. 445).   

 Las víct imas no siempre pueden estar c laramente ident i f icad as en 

el  momento de cometerse la acción del ict iva.  Hablar de víct ima como 

sujeto autónomo es un error conceptual,  ya que siempre habrá 
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perjudicados colaterales diferentes a quien ha recib ido como sujeto 

pasivo la comisión de un i l íc i to.  Rodríguez  (2015)  ci ta tres niveles:  

Victimización primaria:  la que padece la víc t ima directa.  La 

vict imización pr imaria se ent iende como un proceso en que la persona 

suf re,  de modo directo o indirecto, los efectos nocivos derivados del 

del i to sean mater ia les o psíquicos.  

Victimización secundaria:  la  que suf ren otras personas de manera 

indirecta, por e jemplo,  la famil ia.  La vict imización secundaria abarca los 

costos personales derivados de la intervención judic ia l .  Se puede 

producir  no solo con la no incorporación del  querel lante en el proceso, 

s ino que precisamente por e l  modo concreto en que el  querel lante se 

desenvuelve en este,  f rente al  aparato estata l  invest igador.  Así,  las 

d i laciones indebidas del  proceso, los defectos en la información,  las 

restr icciones a su actuación pueden afectar en forma inminente al  debido 

proceso del ofendido .   

Victimización terciaria:  Cuando se ha dado f in a un engorroso proceso, 

in ic ia una úl t ima etapa para la víct ima, la re inserción a su ámbito famil iar,  

de t rabajo,  y socia l ;  que, aunque pareci era lo más simple de decir ,  puede 

l legar a ser aún más compl icado que el  mismo proceso. Dir igida contra 

la comunidad en general .  Esta comprende el  conjunto de costes de la 

penal ización sobre quien la soporta personalmente o sobre terceros . 
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2.3 La polít ica criminal y el  miedo al  deli to   

 La pol í t ica cr iminal es un instrumento de cambio social  que busca 

romper la incomunicación que existe entre los p lanif icadores de diversas 

act ividades y sectores,  buscando dir igir  la acción hacia una sola 

resultante:  la just ic ia socia l  (Rodríguez,  2002, p.  68).  

 La pol í t ica cr iminal es el  conjunto de respuestas que un Estado 

est ima necesario adoptar para hacerle f rente a conductas consideradas 

reprochables o causantes de perju icio socia l  con el  f in de garant izar la 

protección de los intereses esencia les del  Estado y de los derechos de 

los residentes en el  terr i tor io bajo su jur isdicción.  Dicho conjunto de 

respuestas puede ser de la más variada índole.  Puede ser socia l ,  como 

cuando se promueve que los vecinos de un mismo barr io se  hagan 

responsables de alertar a las autor idades acerca de la presencia de 

sucesos extraños que puedan estar asociados a la comisión de un del i to . 

También puede ser juríd ica,  como cuando se reforman las normas 

penales.  Además, puede ser económica, como cua ndo se crean 

incent ivos para est imular un determinado comportamiento o 

desincent ivos para incrementar les los costos a quienes real icen 

conductas reprochables.  Igualmente , puede ser cul tural,  como cuando se 

adoptan campañas publ ic i tar ias por los medios de c omunicación masiva 

para generar conciencia sobre las bondades o consecuencias nocivas de 

un determinado comportamiento que causa un grave perju ic io socia l .  



 

34 

 

Adicionalmente , pueden ser administrat ivas como cuando se aumentan 

las medidas de seguridad carcelar ia. Inclusive ,  pueden ser tecnológicas, 

como cuando se decide emplear de manera sistemát ica un nuevo 

descubrimiento cient íf ico para obtener la prueba de un hecho const i tut ivo 

de una conducta t íp ica 

(ht tp: / /www.pol i t icacr iminal.gov.co/Port a ls/0/documento/queespol i t icacr i

minal- i lovepdf -compressed.pdf?ver=2017-03-09-180813-317 fecha de 

consulta:  03/04/2019).  

 Estas def in ic iones plantean de manera ampl ia que la pol í t ica 

cr iminal se ocupa de comportamientos socia lmente reprochables,  a 

t ravés de un ampl io catálogo de medidas socia les,  juríd icas,  cul turales, 

entre otras,  las cuales deben ser lo más variadas posib le.   

 La pol í t ica cr iminal debe ir  encaminada a un reestudio de la pena . 

El lo es así  ya que esta no contr ibuye a remediar lo sucedido, a l  contrar io,  

s i  se l levan a cabo conci l iaciones entre las partes involucradas, en 

aquel los del i tos que se permita,  en lugar de exigir  e l  padecimiento del 

imputado y su larga reclusión,  que la víct ima pueda exigir  la reparación, 

con ta l  que esta se real ice de manera digna, de ntro de parámetros 

aceptables,  y que no quede burlada por e l  agresor,  s ino que sea efect iva . 
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 Es lo que ocurre d iar iamente en Guatemala, der ivado de que los 

not ic iar ios y los medios de comunicación t ienen una natural  tendencia a 

mostrar hechos del ict ivos  sangrientos en sus páginas y pantal las,  

creando una sensación extrema de inseguridad en la población que no se 

condice con las reales condiciones y estudios de incidencia del  del i to que 

efect ivamente ocurren.   

 Este miedo a ser víct ima de un del i to,  que e s diferente a la 

vict imización ya que esta sería según la vict imología el  r iesgo a ser 

víct ima, es un estado colect ivo,  es una si tuación de imaginación muchas 

veces sin un fundamento claro y conciso.  E sta s i tuación creada por los 

medios de comunicación, a l imentada por pol í t icos necesitados de 

generar este estado para aumentar sus capita les de campaña y aparecer 

más espacios de t iempo en los medios, genera toda clase de 

inconvenientes.   

 Se crea en la población la idea errónea de que el  aumento del 

derecho penal en la población es el  instrumento por excelencia para 

enf rentar e l  problema, lo que está le jos de ser lo ya que no hay 

equivalencia entre mayores penas y menores tasas de cr iminal idad.  

 Se crea comportamientos poco sol idar ios f rente a las víct imas, ya 

que las personas creen, como se di jo recién,  que el  enfrentamiento duro 

es la respuesta;  aumenta las s i tuaciones de discr iminación contra c iertos 
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grupos poblacionales,  a los que se les acusa de ser culpables de los 

índices del ictuales .  Se hace creer a la población,  abusando de su 

desconocimiento, que la renuncia a sus derechos y l ibertades 

individuales es una manifestación de un Estado y autor idades f i rmes y 

preocupadas por  el  problema del ictual .   

 Se da una polí t ica cr iminal or ientada no solo a l  cr imen hacia e l 

inf ractor, s ino que también vict imológicamente, con datos claros y 

precisos es una contr ibución para entender e l  fenómeno desde dist intos 

ángulos y t rabajar en su superación.  Es el  miedo una sensación abstracta 

y d i fusa, que necesita ser iedad y clar idad para su combate,  ya que es 

una sensación manejable y moldeable.   

 Las tasas de vict imización no están en concordancia con los  grupos 

que más temen al del i to .  Una polí t ica cr iminal acorde a un t ratamiento 

oportuno y c laro f rente al  inf ractor y a la víct ima, debe ser capaz de hal lar 

los e lementos comunes entre la preocupación por estos y por la sociedad 

toda.  

 La vict imología permite constru ir  un mensaje integrador capaz de 

levantar la voz contra los enfoques más uni laterales y las d icotomías 

maniqueas, como el  señalar que debe tenerse prevalencia por la víct ima 

por sobre el  del incuente,  como si ambas cosas no fuesen partes 

integradoras de un todo muchísimo más complejo.   
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 “La  idea no cons is te  en es tab lecer  una Repúb l ica  de v íc t im as ,  s ino  en la  

pues ta  en m archa de una po l í t ica  va l ien te  y generosa  a  favor  de  las  v íc t im as ,  

coro lar io  ind ispensab le  de toda  po l í t ica  de  prom oc ión de  la  segur idad de los  

f ranceses”  (So ler ,1989,  p .  21) .  

 El  miedo al  del i to ha dado lugar a numerosas invest igaciones 

empír icas en los úl t imos lustros. Según estas, es necesario d ist inguir  el 

miedo irracional a la del incuencia,  del  temor fundado y personal a l legar 

a ser víct ima de el la.   El  pr imero plantearía ya un problema en sí mismo, 

aunque carezca de fundamento objet ivo y pueda incre mentarse 

contro lando la información.  Pero no se t rata de un temor uniforme y 

regular.  Se experimenta de modo desigual,  según diversas var iables.   

 Se teme, fundamentalmente , a los del i tos vio lentos contra las 

personas, esto es, los que por su fortuna suced en con menor f recuencia.   

 Los jóvenes y los desconocidos conci tan especia l  preocupación. 

Mujeres,  personas de más de sesenta años, habitantes de los grandes 

núcleos urbanos y miembros de las c lases socia les deprimidas son, 

según todos los indic ios,  los co lect ivos que exhiben reacciones de 

alarma, una alarma abstracta, global e inespecíf ica,  ante la cr iminal idad 

más acusada. 

 Pero lo c ierto es que el  miedo al  cr imen que esta padece suele ser 

más un miedo difuso e i rracional que un temor con fundamento y 
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concreto.  En su intensidad inf luyen numerosas var iables, como el 

carácter de la persona, colect ivo al  que esta pertenece, vulnerabi l idad 

de este,  c l ima socia l ,  etc.  El  impacto de los medios de comunicación 

suele ser s igni f icat ivo,  creando estados de opin ión.  

 En cuanto al  de una previa experiencia personal,  como víct ima, 

depende también de numerosos factores:  especia lmente,  la c lase de 

del i to de que se t rate.  Desde un punto de vista pol í t ico -cr iminal,  parece 

importante que no se magnif iquen episodios del ict ivo s ais lados.  

 Los cuerpos pol ic ia les no solo han de luchar contra el  del i to s ino 

también contra e l temor y e l  miedo irracional a l  mismo; s i  es preciso 

añadiendo a su presencia real ,  una presencia f ict ic ia.  

 Las formas de expl icar e l  miedo al cr imen se esta blecen en las 

experiencias directas e indirectas con este,  que causan miedo  como e l 

modelo de la cal idad de vida ,  en el  sent ido de que un entorno grato y 

mejorado es procl ive a una mejor y mayor paz socia l ,  en menoscabo de 

lugares en dónde, por e jemplo, ex isten edif ic ios abandonados, como 

probables focos de crecimiento de cr iminal idad.  

 Existe un entorno amenazante que produce miedo, existe e l modelo 

del  pánico moral,  que se expl icaba anter iormente . Acorde a esta 

interpretación,  los medios de comunicación y los pol í t icos dir igen a 
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ciertos grupos los miedos f rente al cr imen para así desvir tuar otros 

problemas socia les.   

 En épocas de escasez económica, por e jemplo,  los grupos de 

inmigrantes son foco f recuente de indicación cr iminal por parte del  resto 

de la población.  

 Tapias  (2015)  de f ine  e l  m iedo  a l  de l i to  como la  exper ienc ia  em ociona l  de  tem or  

o  inqu ie tud en la  v ida  d ia r ia  de  los  c iudadanos ,  por  la  pos ib i l idad de ser  

v íc t im a persona lm ente  de una  ser ie  de  de l i tos  com unes  en su  contex to  soc ia l  

y geográ f ico  ( p .  51) .  

2.4 El proceso de victimización 

 El  reciente redescubrimiento de las víct imas a la hora de anal izar  

e l  proceso penal t rae consigo no solo una adecuación de las normas 

informadoras del  procedimiento,  s ino que también una adecuación y 

estudio exhaust ivo,  en lo dogmát ico y c ient íf ico,  de los diversos procesos 

que experimenta una persona cuando se convierte en víct ima de un 

del i to.   

 El  proceso de vict imización surge debido a ser d iversos estadios 

por los que atraviesa la persona, sucesivos,  una vez que es sujeto pasivo 

del  i l íc i to.  Se anal izarán cada uno con detención.  
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 El  momento mismo en que la víct ima suf re e l daño a raíz de la 

comisión de un del i to,  se le t iene a esta como sujeto pasivo de aquel. 

Han surgido innumerables clasif icaciones de los t ipos de víct imas 

existentes.  Además del sent imiento vivido por las víct imas del del i to en 

razón de lo experimentado durante la t ramitación del  procedimiento,  a los 

posib les t raumas que podrían experimentar debido a la demora del 

aparato burocrát ico judic ia l  y a qu e la invest igación  está más centrada 

en buscar la culpabi l idad del imputado que de salvaguardar la indemnidad 

de las víct imas.  

 Con esto se agregan nuevos daños a los ya suf r idos con el  del i to 

mismo. La víct ima, conocedora muchas veces de esta s i tuación,  e s 

part idar ia en var iados casos de dejar en impunidad el  del i to en pos de no 

revivi r  este a t ravés de un procedimiento judic ia l  que no es capaz de 

comprender en su real  magnitud el  daño y suf r imiento.  Vemos, así ,  cómo 

el  s istema judic ia l  mismo, e l  cual debi ese buscar las sanciones al i l íc i to 

del  que la víct ima es sujeto pasivo,  es capaz también de vict imizar la.   

 Ese t ipo de vict imización es incluso más grave que la pr imera,  ya 

que emana de un Estado de derecho establecido con garantías de 

protección a las personas, cuyo pr incipal  guardián debiese ser este 

mismo Estado.  
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 “En e l  caso de nues t ro  país ,  l a  s i tuac ión  de la  v íc t im a es  abso lu tam ente  

precar ia ,  espec ia lm ente  en  los  sec tores  de m enores  ingresos .  En la  prác t ica  

su  contac to  con e l  s is tem a,  le jos  de a l i v i anar  o  dar  sa t is facc ión  a  su  prob lem a,  

se  t rans form a en un  segundo gravam en.  Adem ás  de l  do lor  y e l  daño  su f r ido  

por  e l  de l i to ,  su  con tac to  con  e l  s is tem a pena l  l a  ob l iga  a  sopor tar  esperas ,  

t ra to  inadecuado,  m oles t ias  d iversas  y has ta  exponerse a  una in t im idac ión  por  

e l  hechor ,  sus  am igos  o  par ien tes ”  (Tam ar i t ,1998,  p .  85) .  

 No es absurdo pensar que la cr is is de inseguridad que se manif iesta 

en la población no solo t iene su or igen en la percepción del r iesgo de ser 

víct ima de un del i to,  s ino también en la s ensación general izada que el 

s istema estatal  no br inda auxi l io  y sat isfacción a quienes suf ren un 

atentado en contra de su persona o de su patr imonio.  

2.5 El i ter  victimae  

 El  anál is is del  fenómeno cr iminal requiere no solo e l  estudio de la 

conducta de los agresores,  s ino de todos los protagonistas que concurren 

en el  del i to.  

 El  derecho penal ha creado el  término i ter cr iminis  para hacer 

referencia a las fases por las que pasa un agresor hasta cometer un 

del i to,  comenzando por la concepción de la idea de del i nquir  hasta la 

real ización del  hecho cr iminal.   



 

42 

 

 La vict imología ha dado lugar a término i ter v ict imae  para def in ir  e l 

camino por e l  que cursan los individuos hasta que son vict imizados, 

incluyendo el  estudio de las condiciones que les hacen procl ives a 

convert i rse en víct imas, antes,  durante y después de consumado el 

del i to.   

 Es el  camino que sigue un individuo para convert i rse en víct ima. La 

part ic ipación de la víct ima, en ocasiones, puede ser determinante y han 

de tenerse en cuenta todos los factores pr edisponentes,  preparantes y 

desencadenantes del  hecho vict imal.  

 “E l  i te r  v ic t imae  es  e l  cam ino in terno y ex te rno que s igue la  v íc t im a para  l legar  

a  ser  v ic t im izada.   Es  por  e l lo  por  lo  que  se  t iene  que es tud ia r  a  la  v íc t im a 

desde e l  m om ento  en  que  se  c ru za por  su  m ente  la  idea de  se r  sac r i f icada.  

Es ta  idea puede se r  aceptada y es  lo  que  los  autores  l l am an v íc t im a 

consensua l  o  rechazada v íc t im a res is ten te”  (Tam ar i t ,1998,  p .  25) .  

 Del mismo modo que existe e l  i ter cr iminis  existe un i ter v ict imae .  

El  pr imero o i t inerar io del  cr imen son las fases por las que pasa el  del i to 

desde que la idea del ict iva pasa por la mente del  cr iminal hasta que se 

consuma el  del i to. T iene dos fases: interna y externa. La interna solo 

existe en la mente del autor, no se manif iesta  y la externa sí,  sale a la 

luz,  pr imero con actos preparator ios y después con actos de ejecución.   
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 La víct ima también recorre un camino hasta l legar a ser lo. En 

real idad, son dos caminos, e l  del  cr iminal y e l  de la víct ima, que en un 

momento dado se cruzan.  

 En la mayoría de los casos, es tan importante conocer la re lación 

entre la víct ima y e l  vict imario antes del  del i to,  en el  momento de este y 

después.  

 La víct ima y e l  cr iminal  interactúan de manera instrumental  y e l  

éxi to o e l  f racaso evidentemente dependen de los medios de resistencia 

de la víct ima, de esos factores vict imo  repelentes. Rodríguez (2013) 

expl ica que: “Existen factores vict imo ‐ impelentes y v ict imo ‐repelentes. 

Los pr imeros impulsan al  sujeto a una si t uación vict imal y los segundos 

le protegen de el la.  A la vict imización se l lega cuando los factores 

vict imo ‐repelentes no son suf ic ientes para compensar los vict imo ‐

impelentes” (p.  467) .  

 Núñez (ht tp:/ /www.nunezdearco.com/vict imologia.htm  fecha de 

consulta:  13/02/2019)  aborda esta var iable desde la perspect iva de la 

pareja penal. El término precisamente se ha creado para hablar de la 

víct ima y de su agresor como si  se t ratara de un ente dinámico que t iene 

la capacidad de inf lu ir  en la conf iguración de un hecho del ict ivo  
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 Desde la perspectiva de la pareja penal,  e l  agresor pasa por un 

proceso de desensib i l ización y d istorsión cognit iva previas a su re lación 

con la víct ima. Esto le permite sent i rse legi t imado en su accionar y 

restar le valor a la víct ima, ya que logra neutra l izar cualquier percep ción 

negat iva de sí mismo.  

 Este proceso del inf ractor le permite cancelar la resistencia moral 

y,  por tanto,  sobreponerse a la inhib ic ión.  

 En cambio,  las víct imas pueden reaccionar de dist intas formas 

durante y luego de una agresión. Al recib ir  una agres ión,  la víct ima puede 

experimentar un choque, enojo, rabia,  temor,  miedo, desamparo, 

incredul idad y culpa.  Poster iormente, puede haber una adaptación.   

 En caso contrar io,  puede ser que la víct ima curse por una etapa de 

“desorganización”,  consistente en ef ectos psicológicos como 

pensamientos penosos sobre la agresión, pesadi l las, depresión, culpa, 

miedo y una pérdida de conf ianza o en el  abuso de alcohol u otras 

sustancias,  ruptura de re laciones socia les,  evi tación de todo lo 

re lacionado con el evento t raum át ico.   

 La concurrencia de una u otra etapa, c laramente,  dependerá del 

t ipo de cr imen que se haya padecido y la forma en que la víct ima asuma 

su real idad.  
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2.6 La asistencia a la víctima del deli to  

 La vict imología es esencia lmente una discip l ina joven sobre l a cual 

se asientan las bases de un nuevo sistema de just ic ia socia l  capaz de 

mirar de una forma diferente,  más protectora de las personas, a los 

intervin ientes del  s istema procesal penal e incluso a aquel los que todavía 

no l legan a este estadio.  Se va af ianzando como un campo de 

invest igación científ ico que se encarga del estudio de las víct imas en 

general ,  ya que no solo considera como víct ima al  sujeto pasivo del 

del i to, impulsando una nueva mirada en los ú l t imos años para lograr una 

redef in ic ión del  ro l  y del  t ratamiento de la víct ima en el  fenómeno 

cr iminal.  

 “E l  es tud io  v ic t im o lóg ico  es  de carác ter  e t io lóg ico  –se es tud ian las  causas  de l  

hecho de ser  v íc t im a,  encont rando c ie r tos  su je tos  m ás  proc l ives  que  o t ros  a  

rec ib i r  es ta  ca tegor ía ;  y en  una segunda,  a  t r avés  de ins t rum entos  m ás 

c ien t í f icos  y em pí r icos ,  com o las  encues tas  de  v ic t im izac ión ,  se  logra  dar  un  

paso m ás  a l lá  y lograr  da tos  y an teceden tes  exp l ica t i vos  y proyec t ivos  que  

sean capaces  de ent regar  respues tas  m ás  rea les  y com prens ivas  de l  f enóm eno  

v ic t im o lóg ico”  (Za i tch ,1992,  p .  78) .  

 Es en la década de los  años setenta,  en que el  mundo comienza a 

ver que esta nueva ciencia,  con métodos y estudios cada vez más 

independientes de las c iencias madres que la conciben, como la 

cr iminología o e l  derecho penal mismo, es capaz de entregar respuestas 
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y proponer soluciones al  fenómeno del ictual .  Así,  en esta década  viene 

la consol idación de la vi ct imología como discip l ina cient íf ica.  

 En los ú l t imos t re inta años es cuando más protagonismo ha tenido 

el  interés por las víct imas, todo el lo acompañado de una serie de estudios 

y t rabajos doctr inar ios que avalan este nuevo protagonismo y 

redescubrimiento.  

 “Es  la  persona  que ha su f r ido  una les ión  o  daño f ís ico  o  m enta l ,  una pérd ida  

o daño m ater ia l ,  o  cua lqu ier  o t ro  per ju ic io  soc ia l  com o resu l tado de una acc ión  

que:  a )  Es té  en  v io lac ión  con las  leyes  pena les  nac iona les ;  o  b)  Es  un c r im en 

ca ta logado ba jo  la  ley in ternac iona l ;  o  c )  Cons t i tu ye un abuso de poder  

e je rc ido  por  personas  que,  en  razón de su  pos ic ión  po l í t ica ,  económ ica o  

soc ia l ,  ya  sean o f ic ia les  po l í t icos ,  agen tes  o  em pleados  de l  Es tado,  o  

en t idades  com erc ia les ,  es tén fuera  de l  a lcance de la  ley;  o  d)  Aunque no es té  

rea lm ente  prosc r i to  por  las  leyes  nac iona les  o  in ternac iona les ,  cause  daños  

f ís icos ,  ps ico lóg i cos  o  económ icos  com parab les  a  los  causados  por  los  abusos  

de poder ,  cons t i t uyendo de es ta  fo rm a un de l i to  dent ro  de la  ley in ternac iona l  

o  una v io lac ión  a  las  norm as  in ternac iona lm ente  reconoc idas  de  los  derechos  

hum anos ,  y c ree ser ias  neces idades  en sus  v íc t im as  s im i la res  a  las  causadas  

por  v io lac ión  de esas  norm as”  (Za i tch ,  1992,  p .  78) .  

 La percepción general izada es que el  s istema diseñado por e l 

Estado para conferir  tute la a los derechos de las víct imas ha sido creado 

solo en torno al  anál is is de la v ict imización pr imaria,  obviando las 

importantes impl icancias que t iene la secundaria, generando esta 
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si tuación en el  ámbito internacional,  una serie de in ic iat ivas encaminadas 

a generar un nuevo status de las víct imas en el  seno de las legis laciones 

estata les,  para así reforzar su posic ión juríd ica.  

 El  deber estata l  de prevención consiste en adoptar todas las 

medidas juríd icas,  pol í t icas,  administrat ivas y cul turales que promuevan 

los derechos humanos y aseguren que las vio laciones serán er igidas 

como del i tos,  con sanciones proporcionadas y la obl igación de 

indemnizar a las víct imas.  

 El  Estado debe asegurarse porque las víct imas tengan una 

indemnización justa y adecuada y en el  caso de las sobrevivientes,  una 

rehabi l i tación adecuada.  

 Guzmán y Sepúlveda (2015) indican que las víct imas t ienen cuatro 

t ipos de necesidades:  

1. De prevención,  es decir ,  la evi tación estratégica y estructural  de 

otras vict imizaciones, a part i r  del  anál is is del  i ter v ict imae  o camino 

de la víct ima y del i ter cr iminis  o fases del  del i to.  

2. De asistencia integral  y mult id iscip l inar ia para sat isfacer las 

necesidades ta les como la acogida in ic ia l ,  la  asesoría sobre 



 

48 

 

servic ios a su disposic ión,  la asistencia mater ia l ,  médica, 

psicológica y socia l ,  etc.  

3. De seguridad personal de su vida y la de su famil ia, que se les 

proteja contra actos de int imidación y represal ias.  

4. Procesales, que son aquel las necesarias para alcanzar los f ines 

que los procedimientos o recursos pretenden.  

 El  pr imer paso para acceder a la just ic ia es el  derecho a la 

información sobre cuáles son los derechos que les asisten,  en qué 

consiste la actuación que debe ser desplegada, cuánto t iempo se prevé 

durará,  que se puede esperar de el la,  qué audiencias o procedimientos 

los componen, en qué orden, ante qué funcionarios,  que in stancias 

caben, en qué lugares se real izarán, qué part ic ipación se espera de el las.  

 El  derecho  a  la  reparac ión ,  cons is ten te  en la  devo luc ión  de las  cosas  a l  es tado 

anter io r  a l  de l i t o ,  o  en  su  defec to ,  e l  pago de los  daños  o  pérd idas  causadas ,  

ha  s ido  consagrado de m anera  genera l  en  los  ordenam ientos  ju r íd icos ;  pero  

fue  e l  derecho in ternac iona l  de  los  derechos  hum anos ,  qu ien  am pl ió  es te  

concepto ,  para  sa l i r se  de l  m ero  reconoc im iento  de los  daños  m ater ia les :  daño  

em ergente  y luc ro  cesante  y de  los  daños  mora les  por  los  que debe responder  

e l  v ic t im ar io  y ad ic iona lm ente  f i j a r  que los  Es tados  t ienen la  ob l igac ión  de 

indem nizar  en  casos  de graves  v io lac iones  a  los  derechos  humanos ,  cuando 

e l  de l incuen te  no qu iera  o  no pueda hacer lo ,  o  resu l te  insuf ic ien te  (Guzm án y 

Sepú lveda,  2015,  pp .  85  y 86) .   
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 La reparación debe ser proporcional a la gravedad de las  

vio laciones y del  daño causado.  

 El  derecho a la reparación t iene una fuente normat iva en el  art ículo 

63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos:  

 Cuando dec ida  que hubo v io lac ión  de un derecho o  l iber tad  pro teg idos  en es ta  

Convenc ión,  la  Cor te  d ispondrá  que se  ga rant ice  a l  l es ionado  en e l  goce de 

su  derecho o  l i ber tad  concu lcados .  D ispondrá ,  as im ism o,  s i  e l l o  f uera  

procedente  que se  reparen  las  consecuenc i as  de la  m edida  o  s i t uac ión  que  ha 

conf igurado la  vu lnerac ión  de esos  de rechos  y e l  pago de una jus ta  

indem nizac ión  a  la  pa r te  les ionada.   

 Las medidas de reparación deben ser integrales,  no pueden ser 

adoptadas de manera ais lada, s ino deben ser otorgadas de manera 

coherente entre sí para realmente ser ef icaces.  Deben ser observadas 

como un conjunto de acciones or ientadas a rest i tu ir ,  mit igar,  promover y 

compensar a las víct imas.  

 Uno de los problemas básicos entre e l  Estado, la sociedad y e l 

individuo es que en la mayoría de los casos la satisfacción de  las 

necesidades individuales o colect ivas  de la población no es atendida en 

la gest ión inst i tucional cot id iana . Esto l leva a los seres humanos a un 

estado de víct imas,  acompañadas de dolor y suf r imiento  por la ausencia 
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del cumpl imiento apropiado  de los deberes del  Estado ante los  derechos 

humanos. 

 Entonces, cuando estas necesidades  demandan su sat isfactor a 

t ravés de la población,  no existe la capacidad  insta lada para sat isfacerla 

inst i tucional,  socia l ,  económica y pol í t icamente,  por la  fa l ta de 

inst i tucional ización de los derechos  humanos.  

 Esto se produce por la ausencia o  existencia precaria de coherencia 

en el  reconocimiento del  suf r imiento de la población  por las necesidades 

insat isfechas y desatendidas por las pol í t icas públ icas  locales o 

nacionales adecuadas . 

 Es importante la atención que prestan los servidores públ icos a 

t ravés de sus planes, programas, proyectos o  acciones y que estos sean 

coherentes con las necesidades por sat isfacer y que pueda contarse con 

las inversiones o parte  del  gasto públ ico que requieren; ya que  la 

incoherencia entre necesidad, comportamiento  públ ico y sociedad se 

t raduce en ausencia de sat isfactores lo que conl leva  a la población hacia 

la muerte,  e l  dolor y suf r imiento ,  problema que trata  de superarse a 

t ravés de una atención integral  como la que requiere el  enfoque  

vict imológico.  Es decir ,  que cuando el  Estado no garant iza  de manera 

objet iva el  comportamiento  inst i tucional en dirección a la  atención de la 

víct ima conforme a sus necesidades reales, e l Estado no solo adopta  el 
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papel de vio lador de los derechos humanos  sino vict imario  ante el  daño 

que produce por a lguna forma de vio lencia,  arbi t rar iedad, abuso de 

poder,  exclusión  o discr iminación,  ya sea que actúe por  acción u omisión. 

 Conforme a lo anter ior se puede decir  que el  comportamiento 

inst i tucional es determinante para la medición del  daño,  ya que se genera 

una brecha entre la víct ima  y e l  goce pleno del derecho humano.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

52 

 

CAPÍTULO III 

3. La acción reparadora en e l  derecho penal guatemalteco 

3.1. El  daño producido por el  i l ícito penal  

 La acción reparadora se ref iere a la act i tud que debe asumir el 

responsable dentro de un proceso penal para reparar e l daño ocasionado 

a consecuencia de un i l íc i to real izado.  

 La reparac ión  d igna es  aque l la  que pre tende e l  resarc im iento  y r eparac ión  de 

los  daños  causados  por  e l  hecho  de l ic t i vo ,  a  favor  de  la  v íc t im a o  agrav iado 

de l  m ism o,  de term inará  la  responsab i l idad c iv i l  de  la  persona que los  ha 

causado,  es  im por tan te  seña lar  que d icha  responsab i l i dad  se  ex t iende  a  la  

res t i tuc ión ,  reparac ión  de daños  m ater ia les  y m ora les  y la  indem nizac ión  (De 

León  Bac ,  2016 .  Aná l is is  técn ico - ju r íd ico  de la  regu lac ión  y d i l i genc iam iento  

de la  aud ienc ia  de reparac ión  d igna  por  e l  Decre to  7 -2011 de l  Congreso  de  la  

Repúb l ica .  Obten ido  de 

h t tp : / / r ecursosb ib l i o .u r l .edu .g t / t es is j cem /2016/07/01 /Por tocar rero -Pab lo .pdf  

30  de sept iem bre de 2018) .  

 La reparación digna a que t iene derecho tod a víct ima comprende la  

restauración del  derecho afectado por e l  hec ho del ic t ivo,  e l  cual in ic ia 

desde reconocer a la víct ima como persona con todas sus  circunstancias 

como sujeto de derechos contra quien recayó la acción del ict iva,  hasta 

las a l ternat ivas disponibles para su re incorporación socia l  a f in de 
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disf rutar o hacer uso lo  más pronto posib le del  derecho afectado, en la 

medida en que ta l  reparación sea humanamente posib le  y,  en su caso, la 

indemnización de los daños y perju ic ios derivados de la comisión del 

del i to.   

 En el  Código Procesal Penal  la inst i tución de la reparación digna 

aparece, hasta el mes de junio de 2011, se denominaba acción civi l  

reparadora y se ejerci taba por e l  actor c ivi l ,  bajo e l  ordenamiento civi l  

dentro del  proceso penal.  Esta promoción a t ravés de la acción civi l  

conl levaba una serie de requisi tos para poder e jerci tar la,  ya que de 

conformidad con los art ículos del 124 al  134 del Código Procesal Penal,  

se debían cumpl ir  exigencias para sol ic i tar e l  pago de una indemnización 

en concepto de daños y perju ic ios .  Sin embargo, a part ir  del  mes de ju l io  

del  año 2011, con las reformas introducidas al  Código Procesal Penal  a 

t ravés del Decreto 7 -2011, e l  procedimiento cambió en favor de las 

víct imas de del i tos,  puesto que se hizo más accesib le y menos formal ista, 

cumpl iendo con la obl igación del  Estado de proporc ionar una tute la 

judic ia l  efect iva .  

 En pr incip io, todo daño derivado de un del i to procede a la 

responsabi l idad civi l  ex del icto .  Por e l lo,  todo del i to que ha generado un 

daño da lugar a que se haga valer su reparación.  
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 Por tanto,  s i  se determina la exist encia de un del i to,  pero no así un 

daño; no se puede hacer valer una reparación.   

 Para establecer e l parámetro e importancia del  del i to que produce 

daños necesarios de ser compensados, se determina y d ist ingue el  del i to 

s in daño civi l ,  del i to con daño civ i l  inherente y e l  del i to con daño civi l  

consecuencial  y exter ior a l  hecho cr iminal.   

 Con este modelo se puede simpl if icar e l  mecanismo inte lectual  a l 

momento de determinar que no todos los del i tos o hechos del incuencia les 

ostentan forzosamente un daño compensator io.   

 En los del i tos en grado de tentat iva y en los de pel igro es muy dif íc i l  

apreciar los daños o perju ic ios ocasionados, puesto que al  no 

consumarse el  del i to es muy probable la negat iva de una reparación 

inexistente.   

 Al  refer i rse a los del i tos  en grado de tentat iva es importante abordar 

e l  tema de los d isposi t ivos ampl if icadores del  t ipo penal,  pues  el 

legis lador sanciona aquel los comportamientos que al  adecuarse 

plenamente al  t ipo lesionan o ponen en pel igro intereses juríd icos que ha 

juzgado fundamentales para la colect ividad . Las f iguras t íp icas t ienen el 

carácter de “cerradas”,  puesto que cada una cont iene la descr ipción de 

un hecho ais lado de los otros contenidos en dist intas f iguras t íp icas,  y 
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suscept ib les por sí mismo de merecer e l  reproc he judic ial .  Si  e l  t ipo penal 

comprende la descr ipción de una conducta humana con todos los 

ingredientes que permiten darle a esa conducta el  cal i f icat ivo de 

consumada, y la experiencia,  s in embargo, nos enseña que no siempre 

el  individuo logra real izar lo  que se propone, que muchas veces se queda 

en la mitad del  camino . Por otra parte,  también sucede que la acción 

humana t ip if icada en el  Código Penal con sujeto act ivo singular,  puede 

ser real izada por var ias personas o con la ayuda o contr ibución de otras 

desbordando así e l  marco t íp ico,  en estas dos hipótesis se hace 

necesario unos mecanismos ampl if icadores del  t ipo,  ya que, en estas dos 

hipótesis,  este ordenamiento sería impotente para apl icar la sanción 

cr iminal,  ya que no cabrían en ninguno de los t ipos  plasmados en el la.  

La tentat iva es una f igura sui generis denominada como “d isposi t ivos 

ampl if icadores del t ipo penal” .   

 En la real ización de la acción d el ict iva el  sujeto puede l legar hasta 

la consumación del comportamiento t íp ico,  pero,  también puede s uceder 

que, dando comienzo a la acción intencional del del i to,  con actos idóneos 

e inequívocamente dir igidos a la consumación, aquel no se real ice por 

c ircunstancias ajenas a su voluntad. Este es el  caso de la tentat iva,  del 

del i to f rustrado o del  conato de del i to,  como se conoce en la doctr ina.  

 El  proceso del ictual  puede contraerse al  mínimo de actos de 

preparación y e jecución y casi  l legar a consol idarse en un solo acto o 
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extenderse en el  t iempo en los actos de preparación y e jecución,  este 

hecho es importante al  momento de dosif icar la pena. Entonces,  también 

debe tenerse en cuenta por parte del  juzgador e l  daño ocasionado a la 

víct ima la poner en r iesgo el  b ien juríd ico tute lado.  

 Como consecuencia,  e l  sujeto act ivo del  hecho del ict ivo no solo 

debe de suf r i r  la sanción penal, s ino que también deberá de reparar los 

daños ocasionados por e l  del i to.  

 Para determinar la responsabi l idad civi l  de las personas es 

necesario d iferenciar la c lasif icación entre la responsabi l idad civi l  d irecta 

por hechos propios,  la  responsabi l idad civi l  d irecta por hechos ajenos y 

la responsabi l idad civi l  subsid iar ia.  

 La condición de responsabi l idad penal se deriva de la conducta 

cr iminal del  sujeto, e l  cual también se hace acreedor de responder por la 

responsabi l idad civi l  surgida de conformidad al  daño que ocasionó por e l 

del i to comet ido. Se da lo que se ident if ica como regla general  que el 

individuo responsable penalmente lo es también civi lmente.  Con esto se 

da la responsabi l idad civi l  d irecta del  condenado.  

 En el  caso de ser  dos o más los autores del  hecho cr iminal,  con la 

concurrencia de otros part íc ipes,  se establece una complej idad en el 

inst i tuto de la responsabi l idad civi l  ex del icto ,  puesto que, según la 
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doctr ina y legis lación, e l juez o t r ibunal deberá indicar las cuot as que, de 

forma sol idar ia y subsid iar ia,  tendrá que responder cada uno.  

 El  problema que se puede plantear,  en estos casos, es en cuanto 

al  cr i ter io que deberá seguir  e l juzgador a l momento de señalar las 

respect ivas cuotas de part ic ipación.   

 Se puede deducir la facul tad del  juzgador para imponer cuotas 

heterogéneas, s in importar e l grado de part ic ipación, o b ien ,  puede que 

se le conduzca para que le dé importancia a este ú l t imo factor.  

 E l  a r t í cu lo  113  de l  Cód igo Pena l  p receptúa:  “So l idar idad de las  ob l i gac iones .  

En e l  caso de ser  dos  o  m ás  los  responsab les  c i v i lm ente  de  un de l i to  o  fa l t a ,  

e l  t r ibuna l  seña lará  la  cuota  por  la  que debe  responder  cada uno.  S in  em bargo,  

los  autores  y los  cóm pl ices  serán responsab les  so l idar iam en te  ent re  s í  y 

responderán subs id ia r iam ente  de las  cuotas  que cor respondan,  no  so lo  a  los  

inso lventes  de su  respec t i vo  grupo,  s ino  tam bién de los  inso lventes  de l  o t ro .  

Tanto  en uno com o en  e l  o t ro  caso,  queda a  sa lvo  e l  derecho de qu ien hub iere  

pagado,  de  repet i r  cont ra  los  dem ás  por  la s  cuotas  cor respond ientes  a  cada  

uno” .  

3.2. Antecedentes de la reparación digna del deli to  

 Histór icamente, la responsabi l idad de los daños y perju ic ios se 

remonta al  derecho romano, los intereses no patr imoniales se l legaban a 

resarcir  de manera pecuniar ia.   
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 La act io in iur iaum ,  la  víct ima de los del i tos contra la vida tenía una 

ampl ia protección, en vir tud de que, ante la imposibi l idad de darle un 

valor a los daños causados, era la víct ima quien debía est imar a cuanto 

ascendía para el la,  los daños y los perju i c ios ocasionados.  

En Guatem ala ,  com o ind ica  e l  au tor  Rony Cont reras :  “Se  tom ó e l  m odelo  

españo l ,  para  resarc i r  pa t r im on ia lm ente  los  daños  f ís icos  y m ora les  causados  

a  la  v íc t im a,  pos ib lem ente  por  razones  de dom in io  de  España  sobre  

Guatem ala ,  y por  desar ro l la r  am pl iam ente  sus  conceptos  sob re  la  jus t ic ia ”  

(Rony,  2005,  p .  14) .    

 Se refería a la just ic ia como el  pr incipal  bast ión que mant iene al 

mundo de manera correcta, y que, de el la,  manan todos los derechos, 

der ivados de los l i t igios existentes entre los h ombres. 

 El  tema de los daños ocasionados a las víct imas fue abordado 

desde la Edad Media,  en el  derecho español, y fue conceptual izado a 

t ravés de leyes a las que se les denominó Las Siete Part idas que se 

t rataba de un cuerpo normat ivo,  y que tuvo lugar e n España, en el  s iglo 

XII .  Estas leyes,  según su autor,  Alfonso X, s igni f ican uno de los más 

grandes legados de España para Lat inoamérica,  e l cual estuvo en 

vigencia desde el s iglo XII  hasta el s iglo XIX, incluso, hasta se le ha 

l legado a l lamar encic loped ia humanista,  a l  t ratar de temas no solo de 

derecho, s ino f i losóf icos,  morales y teológicos,  en tanto  que su f inal idad 

fue de texto legis lat ivo y no como doctr ina.  
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 “Sépt im a par t ida .  Se dec ía  lo  s igu ien te :  Daño es  em peoram iento  o  m enoscabo 

o des t rucc ión  que  e l  hom bre rec ibe  en  s í  m ismo o  en  sus  cosas  por  cu lpa  de  

o t ro .  Y hay t res  m aneras  de é l :  l a  p r im era  es  cuando se  em peora  la  cosa por  

a lguna  o t ra  que m ezc lan  con e l la  o  por  o t r o  m al  que  le  hacen;  l a  segunda  es  

cuando  se  m engua  po r  razón de l  daño que  hacen  en  e l la ;  la  t e rcera  es  cuando  

por  e l  daño se  p ie rde o  se  des t ru ye  la  cosa de l  todo.  Em peoram iento  o  

m enoscabo de  sus  cosas  por  cu lpa  de o t ro”  

(h t tp : /b ib .cervantesv i r tua l .com /F ichaau tor .h tm l -Ref=30637  Consu l ta :  27  

sept iem bre 2017) .   

 Como se puede determinar,  desde la época del derecho medieval,  

e l  concepto de reparación a la víct ima que se ha recogido en los 

ordenamientos civi les,  penales y procesales penales hace alusión a los 

daños mater ia les e inmater ia les causados por la comisión de un hecho 

del ict ivo,  así como al  daño emergente y a l  lucro cesante.   

 Los daños y perju ic ios ocasionados a las víct imas, como se puede 

observar en el  texto anter ior,  h istór icamente,  se remonta al  pasado, así 

también, a l  estar del imitado el  derecho pr ivado y e l  derecho públ ico ,  la 

reacción ante el  del i to queda en manos del Estado, a t ravés del  ius 

puniendi ,  y de esa manera, la víct ima y lo que espera,  queda en el  o lvido 

dentro del  derecho penal y en la cr iminología.   
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3.3. La acción reparadora  

 La acción reparadora se ref iere a la act i tud que debe asumir el 

responsable dentro de un proceso penal para reparar e l daño ocasionado 

a consecuencia de un i l íc i to real izado.  

 En el  Código Procesal Penal ,  la inst i tución de la reparación digna, 

hasta el  mes de junio de 2011, se denominaba acción civi l  reparadora y 

se ejerci taba por e l  actor c ivi l ,  bajo e l  ordenamiento civi l  dentro del 

proceso penal.   

 En re lac ión  a  la  acc ión  c iv i l  se  expone que :  “… em ergente  de l  de l i to  a  la  acc ión  

pena l ,  y nos  rem i te  a l  s ign i f icado de acc ión  pena l .  La  que se  e j e rc i ta  para  

es tab lecer  la  responsab i l i dad c r im ina l  y,  en  su  caso,  la  c iv i l ,  ocas ionada por  

la  com is ión  de un de l i to  o  fa l ta .  La  determ inac ión  de qu ienes  pueden e jerc i ta r  

es ta  acc ión  cons t i tu ye uno de  los  tem as  más  debat idos  en derecho procesa l  y  

pena l  y r esue l tos  por  las  d iversas  leg is lac iones  de m uy d iversa  m anera .  Com o 

norm a or ien tadora ,  puede a f i rm arse que  la  acc ión ,  es tá  encom endada  a l  

Min is ter io  F isca l ,  cuando  se  t r a ta  de  de l i tos  que  a fec ten  a  la  soc iedad,  o t ros  

de l i tos  por  su  índo le  pr ivada pueden ser  acc ionados  por  la  v íc t im a o  sus 

representantes .  Dent ro  de l  p roced im iento  c r im ina l ,  e l  per jud icado por  e l  hecho 

de l ic tuoso puede e jerc i ta r  la  acc ión  c iv i l  em ergente  de l  de l i to ”  (Ossor io ,1987,  

p .  16) .  

 De acuerdo con esa acepción, se ent iende que la acción de 

reparación hacia la víct ima del del i to debe otorgarse y e jecutarse dentro 
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del proceso penal, en el  cual se establezca la responsabi l idad penal del 

imputado, y cuya pretensión sea requerida por e l  agraviado.  

 La reparación del  daño puede apl icarse como a tenuante al 

responsable c ivi lmente de un del i to,  que repare el  daño, garant izando no 

solo sus derechos como sindicado, s ino también los derechos de las 

víct imas, apl icando el  pr incip io de oportunidad.  

 Con e l  nom bre de p r inc ip io  de  opor tun idad se  conoce  l a  facu l tad  de no  

ade lantar  un  proceso pena l  cont ra  a lgu ien ,  porque ba jo  determ inadas  

c i rcuns tanc ias  se  cons idera  que ha y m ás  venta jas  en la  renunc ia  a  la  acc ión  

pena l  que en  e l  en ju ic iam iento  de una  persona  

(https://www.elespectador.com/opinion/el-principio-de-oportunidad-columna-16690. Fecha de 

consu l ta :  01 /04/2019.  

 El  poder estata l  para la persecución penal se dir ige hacia aquel los 

hechos que sustancia lmente perturban el  orden socia l ;  cr i ter ios que los 

órganos responsables de la pol í t ica cr iminológica de l  Estado deben 

seleccionar desde la perspect iva de la ut i l idad públ ica,  gravedad del 

del i to,  part ic ipación del  agente,  f inal idad y racionalidad de la pena, 

descubrimiento de otros del i tos de mayor gravedad, reparación del  daño . 

 Cri ter io de oportunidad es una medida desjudic ia l izadora,  en la cual 

e l  juez autor iza al  Minister io Públ ico,  para que se abstenga de ejerci tar 

la acción penal.  
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 Tal apl icación const i tuye un avance importante dentro de la just ic ia 

denominada restaurat iva,  en aras de que, de l  conf l icto penal,  resul te 

a lgún benef ic io  para la víct ima, y pueda convert i rse la pena en 

sat isfactores para las víct imas, por lo tanto, que la reparación del  daño 

ocasionado se considere como atenuante a favor del  procesado.  

 El  art ículo 25 del Código Procesal Penal preceptúa: Cuando el 

Minister io Públ ico considere que el  interés públ ico o la seguridad 

ciudadana no estén gravemente afectados o amenazados, previo 

consent imiento del  agraviado y autor ización judic ia l ,  podrá abstenerse 

de ejerci tar la acción penal en los casos siguientes: (…)  

 E l  au tor  Rony Eu la l i o  López Cont reras  a l  re fer i r se  a  la  regu lac ión  de la  

reparac ión  en  la  leg is lac ión  pena l  v igente ,  ind ica  que :  “E l  Cód igo  Pena l ,  

carece de  m ecan ism os  ind i rec tos  tend ien tes  a  fac i l i ta r  que la  reparac ión  de l  

daño a  la  v íc t im a pueda hacerse de fo rm a inm edia ta  por  par te  de l  v ic t im ar io .  

Cosa d i f e rente  sucede con e l  Cód igo Procesa l  Pena l ,  que a  t ravés  de las  

re form as  in t roduc idas  por  e l  Decre to  Núm ero 7 -2011 de l  Congreso de la  

Repúb l ica ,  es tab lece  una v ía  m ás  ráp ida  par a  so l ic i ta r  l a  indem nizac ión  por  

los  daños  y per ju ic ios  ocas ionados  por  la  com is ión  de un hecho de l ic t i vo ;  daño 

em ergente  de l  de l i to ,  que tam bién contempla  los  daños  inm ater ia les ,  com o e l  

daño  m ora l .  Con es ta  v ía  d i rec ta ,  se  logra  obtener  uno  de los  pr inc i p ios  de l  

derecho,  la  econom ía procesa l ,  ya  que la  v íc t im a o  agrav iado podrá  obtener  

su resarc im iento  en un so lo  proceso”  (Rony , 2005,  p .  44) .  
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3.4. Características de la reparación digna en Guatemala  

 La reparación digna a favor de las víct imas es un tema 

eminentemente socia l  y vict imológico,  puesto que su naturaleza va 

encaminada a proporcionar a los agraviados por la comisión de un hecho 

del ict ivo,  una rest i tución integral  por los daños y perju ic ios mater ia les o 

inmater ia les que se le hayan causado . Debido a el lo es importante que 

el  procedimiento para otorgarlo y su ejecución,  sea lo más simple y 

efect ivo posib le.   

 En la actual idad,  se le denomina así a l  derecho que t ienen las 

personas víct imas a ser resarcidas en sus derechos vio lentados, antes 

del  2011, y desde la vigencia de las codif icaciones en mater ia penal y 

procesal penal,  se le denominaba acción civi l  y se contemplaba dentro 

de la reparación pr ivada.  

 La reparación para que sea justa debe ser d igna en re lación con el 

hecho de reconocer a la víct ima como persona contra quien se comete el 

hecho del ict ivo.  

 Existen característ icas mínimas para que la reparación digna sea 

objet iva,  por lo que para establecer e l  monto de la reparación digna, 

previamente,  deben cumpl irse algunos extremos como son su viabi l ida d, 

proporcional idad y legal idad, acreditando que es un efecto propio del 
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del i to,  para que la existencia en igualdad de condiciones como lo 

establece el  art ículo 4 de la Consti tución Polít ica de la Repúbl ica de 

Guatemala,  con el  objeto de vis ib i l izar a la v íct ima y darle la oportunidad 

de alcanzar la igualdad en el  proceso.  

 A nivel  internacional,  existen disposic iones por las que se garant iza 

a las víct imas el derecho a ser oídas,  la oportunidad de part ic ipar en los 

procesos, de ser informadas y a recib ir  p rotección, indemnización y 

rest i tución por los daños suf r idos.  

3.5 Naturaleza jurídica  

 La acción civi l ,  por su nombre y contenido mismo, es de índole c ivi l ;  

pero, por su nacimiento, e jercic io y depuración,  es netamente penal, por 

cuanto el  hecho or iginal  es una inf racción de este t ipo,  y s in la existencia 

del  del i to mismo o ante la eventualidad de una sentencia absolutor ia, 

carece de viabi l idad el  e jercic io de ta l acción civi l ,  ya que, para que 

exista la responsabi l idad civi l  es necesario que previamente se h aya 

declarado la cr iminal.   

 Según Borjas (1973, p.  26),  las característ icas de la acción civi l  

serían las s iguientes:  a) Es accesoria del  del i to mismo, o lo que es igual,  

que se produce necesariamente de un hecho de ent idad punit iva que, en 

todo caso, le s irve de substratum  o condición;  b) Es patr imonial ,  porque, 
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así como la pena t iende al  cast igo del  culpable,  la c ivi l  busca la 

rest i tución de la cosa, la reparación del  daño y la indemnización de los 

perju ic ios;  c) Es pr ivada. Lo at inente a la acción repar adora t iene su 

fuente en el  art ículo 1646 del Código Civi l ,  e l  cumpl imiento de esa 

obl igación recae sobre sus bienes; en tanto que el  t i tu lar de la acción 

que puede ejecutar la o dejar de hacerla;  d) Es de ejercic io potestat ivo de 

su t i tu lar,  puede ser renunciada; e) Es t ransmisib le por la muerte del 

t i tu lar;  f )  Se ext ingue por modos propios.    

 Debemos recordar que la pena surge como venganza del grupo 

ref le jando el  inst into de conservación de este.  

3.6 Sistemas de valoración para estimar la reparación  

 Existen diversos sistemas de valoración de la vida e integridad 

f ís ica de la víct ima, no se ha l legado a un acuerdo acerca de cuál es el 

mejor.   

 Según Ort íz (2007, p.  52) los s istemas son los s iguientes:  

1.  El s istema de discrecional idad del juez .  Este método está muy 

di fundido debido a la p lural idad de conceptos indemnizator ios y a 

la d if icul tad de traducir  a d inero los daños no estr ictamente 

patr imoniales,  unido a la necesidad de atender las part icular idades 
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de cada caso concreto.  Sus inconvenientes radican en que  or igina 

que las valoraciones de los jueces sean divergentes,  con 

importantes osci laciones y d isparidades en supuestos análogos. 

Estos fenómenos producen inseguridad, desequi l ibr io e incluso 

vulneran el  pr incipio de igualdad.  

2.  Respecto al  s istema de Baremos. Este s istema permite 

homogeneizar las indemnizaciones en casos simi lares,  pues 

respeta el  pr incip io de igualdad, lo que l leva aparejada una mayor 

seguridad juríd ica,  y genera cert idumbre benef ic iosa para la 

víct ima, que conoce de antemano la indemnizaci ón a que t iene 

derecho.  

3.  Para el  efecto existe e l s istema denominado SEAIDA . Este t iene 

var ias ventajas ; es objet ivo pues t rata de establecer una 

correspondencia entre un determinado daño y la indemnización 

procedente,  a pesar de la heterogeneidad existente  entre e l  daño 

f ís ico y e l  d inero” .  

 El  s istema Baremos contempla,  además, factores de corrección 

para adaptar la indemnización a las c ircunstancias subjet ivas de las 

víct imas, toma en consideración para aumentar la indemnización,  los 

perju ic ios económicos  excepcionales y las c ircunstancias socia les u 
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ocupacionales re levantes,  para su disminución, la concurrencia de culpa 

de la víct ima y e l  incumpl imiento de medidas de precaución.   

 Este s istema no es vinculante, con lo que mant iene la 

d iscrecional idad de los jueces. Consta de tablas de valoración 

enumeradas del numeral  romano I  a l numeral  romano VI.   

 En la tabla I  se f i jan las indemnizaciones básicas por muerte, 

resul tado de mult ip l icar e l  salar io mínimo interprofesional por un 

determinado número de mensua l idades, lo que permite su automát ica 

actual ización anual.  Dicha indemnización se establece en función del 

número de benef iciar ios de esta.  

 En la tabla I I ,  se establecen factores de corrección,  para adecuar 

la indemnización a las c ircunstancias que pueda n concurr i r  en la víct ima 

o en el  accidente.   

 Las circunstancias que pueden aumentar la indemnización básica 

son la cuantía e levada de los perju ic ios económicos o pérdidas de 

ingresos famil iares a consecuencia del fa l lecimiento,  así como las 

c ircunstancias re levantes socia les u ocupacionales que puedan concurr i r  

en la víct ima.  
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 Las tablas I I I  y IV se señalan las cuantías de la indemnización por 

incapacidades permanentes, mediante un sistema por e l  que a cada 

secuela se le asigna una puntuación que va en fu nción de la edad de la 

víct ima.  

 En la tabla V se valora el  día de la incapacidad atendiendo a la 

edad del lesionado, en función del  salar io mínimo interprofesional.  Por 

ú l t imo, en la tabla VI se clasif ican las secuelas en diversos grupos del 

cuerpo humano, cabeza, t ronco, extremidades, aparato cardiovascular, 

s istema nervioso centra l  y s istema nervioso perifér ico,  se asignan 

puntuaciones especia les para los supuestos de pérdida de la agudeza 

visual o audit iva y se prevén normas para los supuestos de incap acidades 

concurrentes.  Es decir ,  cuando el  lesionado resulte con diferentes 

secuelas derivadas del mismo hecho. Una vez determinada la cuantía de 

la indemnización,  se entrega al  per judicado.  
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CAPÍTULO IV 

4. El  derecho al  proceso racional y justo para la v íctima en el  

proceso penal guatemalteco  

4.1. El  proceso penal racional y justo para la víctima  

 La fa l ta de p lanif icación estructural  a la hora de entregar respuestas 

al  aumento de los índices de cr iminal idad, las declaraciones de las 

autor idades polí t icas,  muchas veces han reforzado la idea de que el 

aumento de las penas t rae la d isminución del del i to . Sin embargo,  la 

sobrepoblación de nuestras cárceles,  en d onde los reclusos no pueden 

optar a instancias de resocia l ización,  ya que viven en condiciones 

inf rahumanas demuestran que no es así .  

 La opin ión mayori tar ia dentro de la población es que la mano f i rme 

es la respuesta decid ida y efect iva contra quienes cometen del i tos . No 

obstante,  estos son los síntomas más claros de que nuestro ordenamiento 

inst i tucional no posee una estructura uniforme para enfrentar e l  del i to y 

que el  Código Penal,  como norma sustant iva,  e l  Código Procesal Penal ,  

como norma adjet iva,  son los e lementos de los que se vale e l  legis lador 

para dar una señal,  más que al  del incuente,  a la poblac ión misma, de que 

algo se está haciendo. Nos olvidamos con f recuencia  de que el del i to es 

connatural  a la vida en sociedad.   
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 Las reminiscencias del  del i to están presentes en cada esquina de 

nuestras cal les, en cada paso que damos en las c iudades. Ahí está  la 

sociedad estructurada, con sus desigualdades y d iferencias,  que no es 

capaz de comprender que el  hombre y e l  del i to muchas veces son 

real idades que van de la mano, unidos por s iempre.   

 Las estrategias de la pol í t ica cr iminal que no ent iendan esta  

real idad estarán condenadas al  f racaso, ya que  no serán capaces de 

concebir  que el  del i to no acaba, más aún, adquiere nuevas formas de 

desarrol lo y manifestación.  

 La pol í t ica cr iminal debe ir  de la mano de una manifestación 

procesal para enfrentar las inf racc iones que se van comet iendo. El 

proceso penal es la forma creada por e l  hombre para el  descubrimiento 

del  del i to, su negación, y la poster ior apl icación de una sanción,  una 

pena, por haberse contravenido una norma de conducta general  y 

abstracta.   

 En re lac ión  con la  po l í t ica  c r im ina l  busca que :  “…los  seres  hum anos  para  

encer rarnos  unos  a  o t ros  dent ro  de unas  jau las .  E l  p rob lem a,  es  que es tá  le jos  

de ent regar  respues tas  e fec t ivas  para  d ism inu i r  l os  índ ices  de c r im ina l idad.  E l  

derecho pena l ,  y e l  p rocesa l  pe na l ,  son las  her ram ientas  u t i l i zadas  por  e l  

poder  po l í t ico  para  dar  seña les  a  la  c iudadanía .  E l  derecho inexorab lem ente  

es tá  subord inado a  lo  po l í t ico  y a  sus  pa r t icu la res  representantes ”  (B inder ,  

1991 ,  p .  19) .  



 

71 

 

 La subordinación del  derecho a lo pol í t ico p ropio de un Estado de 

derecho democrático encuentra muchas veces respuestas i lógicas, 

apasionadas por captar e l  c l ientel ismo de los votantes.   

 En el  ámbito de la d iscusión públ ica sobre los problemas socia les 

puede considerarse como una tendencia general i zada en todos los 

part idos pol í t icos la reacción permanente e inmediata  a la l lamada al 

derecho penal.  

 Las actuales demandas de cr iminal ización han sido y son 

formuladas en re lación con el debate sobre la protección de datos, la 

amenaza a la naturaleza a  t ravés de la explotación destructora de la 

t ierra,  e l  a ire y e l  agua, los pel igros de la tecnología genét ica,  la 

prol i feración de mujeres extranjeras en la prost i tución ,  entre otros.   

 El  derecho penal posee actualmente el  carácter de arma polí t ica. 

La sociedad actual necesi ta de respuestas inmediatas, creyendo que todo 

es r iesgo, que todo es pel igro y que, f rente a e l lo, es necesario enjaular 

a quienes parecen ser estas fuentes de pel igro.   

 La vio lencia,  r iesgo y amenaza const i tuyen hoy fenómenos 

centra les de la percepción socia l .  La seguridad ciudadana hace su 

carrera como bien juríd ico y a l imenta una creciente industr ia de la 

seguridad.  
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 El  derecho penal no t iene actuación ni  real idad concreta fuera del 

proceso correspondiente.  Para que pueda imponerse  la pena no solo es 

necesario que haya inf racción ,  del i to o fa l ta, s ino también es necesario 

que exista previamente el  debido proceso penal.  

 La pena no solo es un efecto juríd ico, s ino a la vez es un efecto del 

proceso, pero el  proceso no es efecto del d el i to, s ino de la necesidad de 

imponer la pena al  del i to por medio del  proceso. Podrá exist i r  proceso 

sin del i to,  pero es necesaria una af i rmación de su existencia,  aunque 

uni lateral ,  porque la act ividad procesal se dest ina a comprobar s i  exist ió 

aquel.   

 El  proceso no es efecto del  del i to; s in embargo, la posib i l idad de la 

pena depende, además de que exista e l  del i to,  de la existencia efect iva 

y tota l  del  proceso. Si  e l proceso termina antes de desarrol larse 

completamente, mediante un acto dist into de la s entencia,  ta les como 

sobreseimiento,  suspensión  condicional de la persecución penal ,  etc. ,  no 

puede imponerse una pena pr incipal  o una pena accesoria .  En este 

supuesto no está contemplado qué sucede con la reparación digna a la 

que t iene derecho la víct ima , no existe un medio desarrol lado 

detal ladamente que indique cómo proceder para rest i tu ir  a la víct ima al 

estado anter ior a l  del i to comet ido en su perju ic io.   
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4.2. El  proceso jurídicamente reglado 

 La concepción de la idea, del  concepto y desarrol lo del  proces o 

penal y de su efecto más próximo, esto es, la apl icación o no de una 

pena, van señalando de una manera clara y precisa la  evolución misma 

de la h istor ia del  hombre, de su art ic ulación pol í t ica y de su formación 

tanto normat iva como socia l  de las garantía s de los individuos.  

 El  Código Penal y sus normas más al lá de señalar las conductas 

prohib idas por e l legis lador,  amenazando con una pena en caso de 

contravenir las,  es un catálogo que restr inge la arbi t rariedad del Estado 

mismo, en el  sent ido de que no podrá vulnerar los derechos de las 

personas más al lá de cuando las mismas leyes lo permitan, evi tando 

vio lar los derechos de los c iudadanos.  

 La idea y pr incip io de ult ima rat io  del  derecho penal t iene una 

consagración fuerte a t ravés de esta idea, ya que la vio lencia estata l ,  la 

pr ivación de l ibertad de los individuos en cárceles, deben ser s iempre el 

ú l t imo recurso del que se vale la sociedad para mantener su concepto de 

paz socia l .  

 A t ravés del  proceso penal,  en un modelo acusator io como el  que 

se ha implementado en nuestro país,  e l Estado a t ravés del  Minister io 
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Públ ico debe ser capaz de probar aquel lo que af i rma cuando intenta 

apl icar una sanción a una persona determinada.  

 La evolución de la h istor ia ha t raído diversas concepciones en torno 

a este acápite.  Por un lado, existen tendencias conservadoras procl ives 

a un derecho penal máximo, en donde los cast igos deben ser impuestos 

sin una fuerte carga probator ia por parte del Minister io Públ ico con 

fuertes penas y en donde las garantías de los intervin ientes en el proceso 

son mínimas, s iendo el  derecho del Estado a la pena, lo más importante.  

 La tendencia radicalmente contrar ia del  derecho penal mínimo 

postula e l  i r restr icto respeto a las garantías de los sujetos intervin ientes 

y a una apl icación de las penas solo como úl t ima. Estas son las 

tendencias conservadoras que se ven a diar io por radio y te levis ión a 

t ravés de las declaraciones polí t icas que buscan en las normas penales 

una señal para mantener t ranqui la a la población del  fenómeno del ictual .  

4.3. Procedimiento para delitos menos graves 

 Con la a reforma, a l  adic ionar e l art ículo 465 ter a l  Código Procesal 

Penal , reconoce la necesidad de t ratamiento especia l de del i tos menos 

graves,  considerando como ta les, todos aquel los deli tos que la pena 

máxima de pr is ión no supere los  c inco años;  e l  Decreto legis lat ivo 51-

2002, se deroga parcia lmente mediante esta reforma; ta l  antecedente no 
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estaba or ientado por e l  juzgamiento específ ico de del i tos menos graves, 

habida cuenta que, únicamente modif icó la competenci a a los jueces de 

paz,  manteniendo incólume el  procedimiento,  e incluso creando las 

f iguras de jueces de paz penal y los jueces de paz de sentencia penal ,  

reproduciendo con el lo, la actuación jur isdiccional en las etapas 

preparator ia e intermedia,  separada  de la etapa de ju icio .  

 El  procedimiento para del i tos menos graves in ic ia con la 

presentación de la acusación o querel la .  Esta,  como acto introductor io 

faci l i ta e l  l ibre acceso de las víct imas de del i tos ante una judicatura para 

requerir  tute la judic ia l  e fect iva,  además, asegura a la víct ima que en caso 

el  Minister io Públ ico mostrara indiferencia a su denuncia puede tener una 

vía para requerir  un ju ic io justo, s in depender de aquella.  Se establecen 

dos audiencias de carácter imperat ivo en las cuales debe s er resuelto e l 

conf l icto,  esto consecuentemente el imina etapas procesales,  ya que no 

existe etapa preparator ia n i  intermedia,  se desarrol la la oral idad 

plenamente.     

 Al  presentar la acusación o querella la judicatura de paz debe 

real izar la convocator ia de manera inmediata a los sujetos procesales y 

sus abogados a una audiencia denominada de conocimiento de hechos, 

que se l levará a cabo al  día s iguiente, a los dos días,  t res o más, s iempre 

y cuando no supere los d iez días, esto según la agenda del juzgado  y las 

condiciones de comparecencia de los sujetos procesales,  según el  
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art ículo  160 del Código Procesal Penal ,  se debe advert i r  a los 

convocados que, la acusación o denuncia se encuentra en la sede del 

juzgado para ser consultada por e l los antes de la aud iencia y así preparar 

su teoría del caso. Además, debe ser advert ido  de que en el  caso del 

imputado si  deja de comparecer de declarará su rebeldía s in más trámite 

y ordenará su aprehensión inmediatamente .  Si se dieran los supuestos 

que establece el  art ículo 266 del Código Procesal Penal ,  es decir ,  que el 

imputado se oculte o se hal le en si tuación de rebeldía,  e l  juez,  a un sin 

declaración previa,  podrá ordenar su detención . El  juez puede ordenar la 

aprehensión para que la persona del imputado sea presentada ante el 

juzgado, en cuyo caso la audiencia se l levará a cabo dentro de las 24 

horas siguientes de la aprehensión, convocando inmediatamente a los 

demás sujetos procesales y sus abogados . De igual forma, debe 

procederse en los casos de f lagrancia,  para cuyo  efecto e l f iscal  o la 

víct ima deben presentar su acusación o querel la en un plazo menor de 

24 horas,  a efecto de real izarse la audiencia de conocimiento de cargos 

dentro del  p lazo máximo que establece la Const i tución Polít ica de la 

Repúbl ica, para escuchar a los detenidos.  

 La audiencia de conocimiento de hechos es  desarrol lada de una 

manera simple y basada en la lógica adversaria l ,  se le concede la palabra 

a quien insta e l  procedimiento,  f iscal o víct ima, para que argumenten y 

fundamenten su requerimiento .  En seguida,  se le concede la palabra al 
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acusado y a su defensor para que se pronuncien al  respecto,  instando 

incluso la desest imación de la causa .  

 El  juzgador,  con base a los argumentos y evidencia,  debe decid ir  si 

abre o no a ju ic io penal o desest imar  la causa; s i  decide lo pr imero,  debe 

f i jar los hechos, es to quiere decir  indicar s i  los hechos descri tos en la 

acusación o querel la se mant ienen incólumes o bien se modif ican a 

requerimiento u objeción de alguno de los sujetos procesales .  Si  

desest ima la causa, debe expl icar e l  mot ivo y ordenar e l  archivo de la 

misma, indicando que excepcionalmente pueden requerir  de nuevo la 

apertura sin cambian las c ircunstancias que mot ivan desest imar.    

 Si  e l  juzgador decide abrir  a ju ic io,  pedirá a l  f iscal  o víct ima,  o a 

ambos, que of rezcan la prueba a reproducir  en  e l  ju ic io,  debiendo 

ident if icar la e individual izar la;  y luego concederá la palabra a la defensa 

para que se manif ieste sobre la l ic i tud,  legal idad, pert inencia e idoneidad 

de la prueba, debiendo resolver i nmediatamente el  juzgador.  Finalmente, 

se ci tará a todos los intervin ientes a debate,  e l cual debe real izarse 

dentro de los veinte (20) días siguientes,  indicando la hora y día .  

 La defensa no se encuentra en la obl igación de of recer prueba s, s in 

embargo, s i así es requerido por e l f iscal  o la víct ima s í debe hacerlo 

hasta c inco días antes de que se l leve a cabo la audiencia.   
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 El  debate se desarrol la de manera expedita,  ági l ,  y racional,  con 

las advertencias de los art ículos 358 y 359 del Código Procesal Penal en 

lo que fueren apl icables;  inmediatamente concederá la palabra al  f iscal 

o víct ima, defensor,  y s i  hubiere tercero civi lmente demandado, para que 

presenten su alegato de apertura,  el  cual debe ser preciso  y expl íc i to .  

Las reglas de reproducción de la prueba son propias de un sistema 

acusator io adversaria l .  Se establece el  régimen de los a legatos f inales, 

que es más preciso,  en cuanto a terminología,  co n respecto a su 

contenido,  toda vez que debe ser una propuesta de sentencia,  expl icando 

cómo el  juez debe arr ibar a la conclusión de hechos tenidos por 

acreditados o en su caso no acreditados, expl icando, según la teoría del 

caso, cómo debe valorar e l  test imonio o la peri tación,  así como la s demás 

pruebas, y e l derecho apl icable, en especia l ,  para f iscal es y víct imas, 

respecto a la individual ización de la pena sol ic i tada. 

 Como en el  procedimiento común, e l  juzgador debe re latar la 

sentencia inmediatamente,  toda vez que no hay con quien más del iberar.   

 El  Código Procesal Penal no se ref iere expresamente  en cuanto a 

la reparación digna, solo e l  art ículo 466 regula los efectos,  y establece 

que la acción civi l  no será discut ida, y se podrá deducir  de nuevo ante el 

t r ibunal competente del  orden civi l .  Sin embargo, quienes fueron 

admit idos como partes civi les  podrán interponer e l  recurso de apelación, 

con las l imitaciones establecidas (…) no obstante,  ya que a este 
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procedimiento le son apl icables las reglas del  procedimiento común, sí 

se debe desarrol lar la audiencia de reparación digna en el  caso que 

concurra una sentencia de carácter condenator ia,  pues de exist i r  una 

víct ima determinada, esta t iene derecho a la reparación digna, y todo lo 

que el la impl ica en observancia del art ículo 124 del Código Procesal 

Penal .   

 En el  expediente 531-2013 de la Sala Regiona l Mixta de la Corte de 

Apelaciones de Jalapa: Jalapa, e l  22 de sept iembre del año 2014 existe 

un pronunciamiento sobre  la reparación digna por sentencia condenator ia 

en el  caso de un homicid io y lesiones graves .  En esta se lee: “(…) IV )  En 

cuanto al  pago por REPARACIÓN DIGNA DE LA VÍCTIMA se le condena 

al  acusado GERMAN AGUSTIN DOMÍNGUEZ MATEO al pago de la 

cant idad de VEINTICINCO MIL QUETZALES, que tendrá que hacer 

efect iva al  agraviado señor WINSTON MERINO ARENALES CORDERO 

dentro del  tercer día de estar f i rme la presente sentencia,  caso contrar io 

le podrá ser e jecutada por la vía c ivi l  correspondiente ” .   
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4.4. El  establecimiento de estándares internacionales en materia de 

reparación digna, determinando los alcances y l imitaciones del 

proceso penal guatemalteco y determinación de los 

mecanismos que permitan el  derecho a un proceso racional y 

justo para la víctima en el  proceso penal  

 El  proceso penal guatemalteco es eminentemente personalís imo, 

por lo que, der ivado de la acción del ict iva y la sanción penal impu esta al 

condenado, este podría verse l imitado de su l ibertad .  Se restr inge así la 

posib i l idad de concretar la obl igación impuesta en re lación  con la 

reparación digna, lo que viene a ser un perju ic io para la víct ima o 

agraviado ante el  t iempo a esperar y lo s gastos que se ve compel ida a 

erogar para la e jecución si  es viable en la vía c ivi l .  

 Los jueces deben respetar la equidad e igualdad entre las partes, 

a l  determinar la retr ibución de la reparación digna, esencia lmente cuando 

se persigue general izar para la misma la prelación de pr is ión prevent iva 

y la erogación por e l  condenado de cant idades económicas que no se 

ajustan a su patr imonio,  desechando las demás soluciones al ternat ivas .  

Esto con mayor razón cuando su f i jación no está sustentada con la 

idoneidad intr ínseca de los medios de prueba, que conl leve a arr ibar con 

certeza juríd ica,  a l  hecho de que una persona o su entorno ha suf r ido los 

efectos propios del  i l íc i to que se juzga.  
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 La reparación para que sea justa debe ser d igna con re lación a 

reconocer a  la víc t ima como persona contra quien se comete el  hecho 

del ict ivo.   Existen característ icas mínimas para que la reparación digna 

sea objet iva,  por lo que,  para establecer e l  monto de la reparación digna, 

previamente,  deben cumpl irse algunos extremos, como  son: su viabi l idad, 

proporcional idad y legal idad, acreditando que es un efecto propio del 

del i to .  El lo para que se dé la existencia en igualdad de condiciones como 

lo establece el  artículo 4 de la Const i tución Polít ica de la Repúbl ica de 

Guatemala,  con el  objeto de vis ib i l izar a la víct ima y darle la oportunidad 

de alcanzar la igualdad en el  proceso.   

 En la inst i tución de reparación digna el cal i f icat ivo “digna”  es de 

tota l  re levancia ya  que ref iere que esta debe responder,  en la mayor 

medida posib le,  a l  proyecto de vida de la víct ima del del i to,  percib iendo 

las condiciones personales,  expectat ivas,  oportunidades, habi l idades, 

destrezas y cual idades de la víct ima, que hayan sido menoscabadas por 

e l  del i to comet ido en su contra .  Por e l lo,  la reparación no debe ser un 

simple pronunciamiento abstracto de quienes juzgan, s ino una decis ión 

basada en datos,  evidencia y percepciones de restablecer las 

condiciones de las víct imas, anter iores a la real ización del  del i to, 

valorando el  impacto que puede tener e l  cont enido de la reparación en 

su vida futura.  La víct ima debe ser rest i tu ida al  estado en el  que se 

encontraba hasta antes de haber s ido afectada en sus derechos.  
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 Es casi una regla general ,  que el condenado se vea obl igado a una 

reparación digna en benef ic io  de la víct ima o agraviado. No obstante,  la 

obl igación de erogar cant idades de dinero en concepto de reparación 

digna es desproporcionada, l imitando la tute la judic ia l  efect iva,  con 

mayor razón cuando no existen los extremos f ís icos,  psicológicos, 

personales,  que sustenten el  pet i torio o e l  cumpl imiento de actos que 

t ienen como l ímite a lgún aspecto que imposibi l i ta a l  procesado su 

cumpl imiento.  

 La importancia radica en demostrar que una persona que sea la 

afectada por la comisión de acto del ict ivo,  se le p erjudica en sus 

derechos humanos, en la integridad personal y t raen consigo una serie 

de consecuencias negat ivas,  lesivas a su patr imonio e intereses 

personales,  s in que exista una verdadera y ef icaz reparación digna.  

 Para determinar e l derecho a un justo  y racional procedimiento para 

la víct ima, resul ta imprescindib le que, a l  establecer e l  monto de la 

reparación digna, dadas las c ircunstancias del  sujeto obl igado a 

cumpl ir la,  ya que la misma debe ser viable,  proporcional,  objet iva,  legal,  

la prueba debe acreditar que es efecto propio del i l íc i to que se juzga, no 

ser medio de enriquecimiento indebido,  además de reparadora, 

rehabi l i tadora,  que viabi l ice la paz socia l .  
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 Las reformas al  Código Procesal Penal ,  introducidas en el  Decreto 

número 7-2011 del Congreso de la Repúbl ica,  han traído consecuencias 

favorables hacia las víct imas o agraviados de del i tos,  por la ausencia de 

requisi tos formales para comparecer a l  ju ic io hasta su terminación a 

real izar las pet ic iones que considere pert inentes.    

 Las víct imas, en el  proceso penal ,  se ven est igmat izadas por la 

sociedad, s iendo que muchas veces se les culpa por lo que les sucedió, 

y se les revict imiza por parte de las inst i tuciones que se involucran en el  

proceso penal,  por lo que su suf r imiento se ve repet ido.  

 La fa l ta de mecanismos adecuados dentro del  Código Procesal 

Penal,  a pesar de habérseles otorgado una reparación digna  esta no es 

ejecutable dentro del  proceso penal, t rae consigo mayores suf r imientos.  

Teniendo a la luz los p lanteamientos anter iores del  pre sente estudio,  es 

necesario constatar que es forzoso lograr un efect ivo,  justo y racional 

procedimiento para las víct imas en mater ia procesal penal,  con el  objeto 

de garant izar e l  p leno ejercic io de sus derechos. Por  e l lo,  es necesario 

adoptar mecanismos que permitan integrar de mejor manera a la víct ima. 

El  legis lador,  por tanto,  a l  contemplar la opción de dejar a salvo el 

derecho de la víct ima o agraviado a l  e jercer la reparación digna en la vía  

c ivi l ,  debe legis lar en la forma imperat iva en que el  Estado  a t ravés de 

sus órganos jur isdiccionales velen porque se haga efect iva la reparación 

digna. 
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 Finalmente, debemos señalar que la just ic ia penal no solo se 

concibe con la sola imposic ión de una pena, s ino que requiere una 

reparación del  daño a t ravés de una  actuación posi t iva del  inf ractor y de 

los poderes públ icos.  Por tanto,  se est ima que la just ic ia penal debe 

responder a las necesidades de la víct ima y  a la protección de sus 

intereses. 

 La idea centra l ,  enfocada en esta invest igación,  es hacer que los 

daños y perju ic ios otorgados en la sentencia de condena a t ravés de la 

reparación digna se l leven a cabo mediante mecanismos dentro del  propio 

proceso penal,  que puedan ser debidamente ejecutados por esa vía y no 

que tenga que in ic iarse para su ejecución otr o proceso en la vía c ivi l .  

Con las reformas al  Código Procesal Penal según el  Decreto 07-2011 del 

Congreso de la Repúbl ica , se sust i tuye la naturaleza civi l  de la 

responsabi l idad indemnizator ia,  por la naturaleza penal de la reparación, 

lo que impl ica que las normas apl icables serán de orden penal, 

sustant ivo,  y procesal,  excluyendo cualquier apl icación supletor ia en el lo 

del  orden civi l  ya sustant ivo o procesal.   

  Un aporte s ignif icat ivo es la incorporación normat iva de la 

“reparación”,  que const i tuye un concepto más ampl io y propio del  derecho 

de las víct imas de del i tos,  que veri f ica la lesión provocada por e l  del i to 

y sobre esa base proyecta a futuro la manera de “suprimir,  reducir  o 

compensar sus consecuencias lesivas”;  es decir ,  la  reparación conl leva 
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la  rest i tución,  la indemnización,  la compensación y la rehabi l i tación,  en 

lo humanamente posib le,  de la víct ima, para que desarrol le su vida l ibre 

de t raumas o efectos negat ivos .  Incorpora, en consecuencia,  la 

reparación mater ial ,  inmater ia l ,  e incluso sim ból ica,  yendo más al lá de la 

s imple entrega de dinero por e l  del i to soportado.     

 De conformidad con el Código Penal en el  art ículo 11 se preceptúa 

que quien es responsable penalmente de un del i to, lo es también 

civi lmente,  as imismo, nuestro ordenamiento procesal penal est ipula ta l 

derecho para las víct imas de la comisión de hechos delict ivos.  

 Guatemala ha sido declarada responsable internacionalmente por 

vio laciones a derechos humanos en los procesos que se han tramitado 

ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En cada una de las 

sentencias se hace especia l  referencia a los derechos de las víct imas a 

la reparación a que t ienen derecho por ta les vio laciones.  Existen, hasta 

el  año 2014, d iecinueve sentencias dictadas contra e l  Estado de 

Guatemala. Dentro de estas sentencias,  re lat ivo al tema, se puede 

mencionar, lo manifestado por e l  juez Sergio García Ramírez en su voto 

razonado, dentro de la sentencia del  caso Bámaca Velásquez vs.  

Guatemala: “… en diversas resoluciones se ha examinado el  concepto de 

víct ima, que luego permite saber,  con adecuada precisión,  quiénes son 

los t i tu lares del  derecho a las reparaciones que previene la Convención 

y que f iguran, en forma cual i tat iva y cuant i tat iva,  en las sentencias de la 
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Corte.  Juríd icamente, víct ima es qu ien resiente el  daño de un bien 

juríd ico amparado por un derecho o una l ibertad que poseen la re levancia 

necesaria para f igurar en la e levada categoría de los dere chos humanos 

fundamentales (Corte Interamericana Derechos Humanos; Caso Bámaca 

Velásquez vs.  Guatemala; Sentencia de 25 noviembre de 2000, Costa 

Rica,  Serie C No.70, 2001; voto razonado concurrente juez Sergio García 

Ramírez;  pp.  171., párrs.2 -5). 

 Las sentencias emit idas por la Corte Interamericana Derechos 

Humanos establecen con mucha precis ión las razones por las cuales 

debe real izarse la reparación a las víct imas de vio laciones a derechos 

humanos, y la forma de ordenar e l  efect ivo cumpl imiento.   

 “D.1.b) Daño emergente:  En el  presente caso fueron ciento 

veint is iete benef ic iar ios famil iares de l as víct imas. Para su determinación 

la parte demandante a t ravés de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos, sol ic i tó que se ordenara al  Estado el  pago del daño emergente, 

conforme a los pr incip ios de just ic ia y equidad, indicando que como daño 

emergente se encuentran los gastos incurr idos por cada famil iar,  desde 

el  pr imer momento de la búsqueda cuando se dio la desaparic ión hasta 

el  ú l t imo, tanto dentro como fuera del  país;  los gastos de ent ierro de los 

restos de las víct imas, la pérdida de todos lo s b ienes de las víct imas,  

los gastos por t ratamientos médico,  psicológicos, psiquiátr icos,  e l 

suf r imiento por la est igmat ización,   los gastos incurr idos por 
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al imentación,  etc.  Todo con base en la edad de las víct imas al  momento 

de los hechos ”  (Corte Interamericana de Derechos Humanos; Sentencia 

fondo y reparaciones Caso Gudiel  8Diar io Mi l i tar)  y Compañeros vs. 

Guatemala;  Sentencia del  20 de noviembre de 20 12, Costa Rica,  pp.  115 

a 238).    

 El  mot ivo fundamental  por e l  cual se acude al  s istema 

interamericano de protección de derechos humanos es porque los 

Estados no pueden o no quieren apl icar just ic ia .  Es por e l lo que la Corte 

se ref iere a l  deber de invest igar,  perseguir  y sancionar a los 

responsables, lo cual const i tuye por un lado una forma de reparación y,  

por otro lado, es fundamental en la garantía de no repet ic ión de este t ipo 

de hechos. La garantía de no repet ic ión se logra tanto con la apl icación 

de just ic ia,  como con otra ser ie de acciones que deben emprender los 

Estados.  

 Para probar los daños y perju ic ios ocasionados a la víct ima del 

del i to,  existente determinadas posic iones:  

a) El daño emergente:  que comprende disminución patr imonial  efect iva 

suf r ida a causa del del i to se puede probar con las facturas de los gastos 

ocasionados por las d i l igencias  real izadas a las inst i tuciones, 

consistentes en via jes al  Minister io Públ ico,  a los t r ibunales,  s i  fue en 

taxi ,  en vehículo propio o en autobús urbano o extraurbano . Así también 
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las comidas real izadas en la cal le cada día en que se presentan a los 

refer idos lugares. Gastos de laborator io,  de vis i tas al  médico, incluso 

gastos funerar ios,  e l  costo de los b ienes si  es que el  del i to fue de robo, 

los gastos en fotocopias,  en f in, cualquier gasto que represente 

disminución al  patr imonio derivado de la comisión d el  hecho del ict ivo.   

b) En cuanto al  lucro cesante ,  se ref iere a las ganancias dejadas de 

percib ir  que ha sido impedidas por e l del i to .  Estas se pueden establecer 

con el  est imado de la pérdida de salar ios por los meses que dura el 

proceso, constancias médicas sobre el  t iempo que se dejó de laborar o 

e l  t iempo que no se ha t rabajado debido al  d i l igenciamiento del  proceso.  

c) En cuanto al  daño moral ,  este no está supeditado a la comprobación 

mater ia l ,  puesto que son aspectos intangibles, como  el  daño emociona l 

o sent imientos de t r isteza, cólera, baja autoest ima . Como ejemplo de 

daño moral  se puede indicar los del i tos de homicid io y los de vio lación 

sexual;  que el  daño como consecuencia de estos del i tos no puede 

cuant if icarse.  

 Es oportuno recomendar la apl icac ión de los denominados 

mecanismos simpl if icadores de sal ida del  procedimiento común. Porque 

a muchas víct imas, s in general izar,  les interesa poco o casi  nada, que el 

del incuente se encuentre en la cárcel ,  lo  que necesitan más que ese 

aspecto,  es la reparac ión del  daño, y como parte importante de este 
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estudio,  es encontrar la manera más viable para el  cumpl imiento de los 

derechos de las víct imas a t ravés de la reparación digna contemplada en 

el  proceso penal guatemalteco.   

 El  anál is is anter ior surge de la i nterrogante de si  la víct ima o 

agraviado suf re más a consecuencia del  del i to o del  s istema en el  cual 

se desarrol la e l  proceso.  

 Es necesario ref lexionar sobre ese postulado, porque como se ha 

dicho en el  t ranscurso de este t rabajo de invest igación,  la ví ct ima es la 

parte más débi l  del  proceso penal,  por cuanto se ha visto inmersa dentro 

de una vorágine que no buscó, por cuanto no la provocó, n i  fue el 

causante de ta l  proceso . Es el  s istema de just ic ia e l  que no at iende ni  le 

pone atención debidamente a sus requerimientos y en úl t ima instancia 

tampoco le resuelve como debiera o como la víct ima espera.   

 Se debe anal izar la s impl if icación del  proceso común a t ravés de 

las sal idas al ternas que contempla el Código Procesal Penal , pues puede 

const i tu ir  una propuesta en benef ic io de las víct imas, la apl icación de 

medidas desjudic ia l izadoras  contempladas en el  Código Procesal Penal ,  

las cuales permiten y apremian al desagravio del  daño al  per judicado, en 

este caso la víct ima o agraviado, denominados mecanismos 

simpl if icadores de sal ida del  procedimiento común. El lo,  porque a 

muchas víct imas, s in general izar,  les interesa poco  o casi  nada, que el 
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responsable  se encuentre en la cárcel ,  lo  que necesitan más que ese 

aspecto,  es la reparación del  daño, y como parte impo rtante de este 

estudio,  es encontrar la manera más viable para el  cumpl imiento de los 

derechos de las víct imas a t ravés de la reparación digna contemplada en 

el  proceso penal guatemalteco.   

 Hasta el  día de hoy cont inúa siendo un tema que demanda 

establecer los aspectos normat ivos del  derecho internacional de los 

derechos humanos que le dan or igen y su interpretación por parte de los 

órganos encargados de apl icar las, en part icular en el  sistema regional la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, c ircunstancia que debe part i r  de 

cada uno de los casos de vio laciones de derechos humanos somet idos a 

su conocimiento en mater ia de derechos humanos.  

 A part i r  de la interpretación y apl icación del  derecho a la reparación 

y los estándares desarrol lados por e l s istema internacional de protección 

de derechos humanos, se procede a anal izar las sentencias emanadas 

de los órganos jur isdiccionales nacionales que han apl icado en sus fa l los 

los d i ferentes marcos norma t ivos en el  país,  a f in de establecer s i  se 

cumple o no con el  deber impuesto por leyes nacionales e internacionales 

de reparar a las víct imas y sus famil iares de manera integral  con una 

perspect iva de derechos humanos.  
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 Las indemnizaciones abarcan dos rub ros que son el  daño mater ia l 

y daño inmater ia l ,  con re lación al daño mater ia l  se ref iere a l  daño 

emergente y a l  lucro cesante o ganancias dejadas de percib ir .  El  daño 

inmater ia l  se ref iere a l  daño moral  y a l  daño del proyecto de vida de las 

víct imas.  

 “E l  daño m ater ia l  se  re f ie re  a  la  cant idad de d inero  que  perd ieron las  v íc t im as 

y sus  fam i l ia res  com o consecuenc ia  de l  hecho que cons t i tu ye  la  v io lac ión .  Dos  

cons iderac iones  de la  Cor te  IDH son:  s i  ex is ten  pruebas  de las  pérd idas ,  y s i  

se  puede probar  e l  nexo causa l  en t re  la  v io lac ión  y la  pérd ida  su f r ida .  A lo  

la rgo de su  ju r isprudenc ia ,  l a  Cor te  ha  s ido  f lex ib le  respec to  a  am bas 

cons iderac iones ,  s i  no  ex is ten  pruebas ,  l a  Cor te  tom a en cuenta  dec larac iones  

e  indem niza ,  ya  sea la  cant idad to ta l ,  o  b ien  una par t e  de la  pérd ida  dec larada”  

(Va ldéz ,  2010 ,  p .16) .  

 Un proceso penal justo y racional,  necesariamente debe estar 

re lacionado con el  derecho de igualdad de las personas, tanto en el 

acceso a la just ic ia,  como en su ejercic io.   

 El  s istema procesal debe otorga r mecanismos para que las partes 

obtengan un efect ivo acceso a los t r ibunales,  garant izándoles un 

procedimiento que permita e jercer p lenamente sus pretensiones.  

 Los órganos jur isdiccionales del  ramo penal deben tener en cuenta 

la condición f ís ica,  psicológica,  económica, socia l  y cul tural  de la persona 
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obl igada, ya que en igualdad de condiciones el  juzgador deberá 

considerar estos extremos para la existencia del  debido proceso en 

igualdad de condiciones sin d iscr iminación alguna, como lo establece el 

art ículo 4 de la Const i tución Polít ica de la Repúbl ica de Guatemala.   

 La interpretación de estándares internacionales sobre reparaciones 

para las vio laciones de derechos humanos se real iza de una manera 

analógica,  en benef ic io de las víct imas de del i tos, se bu sca el  derecho a 

una tute la judic ia l  efect iva y e l  debido proceso.  

 A nivel  de reparaciones, se establece n, en forma general  las 

s iguientes cuest iones desarrol ladas en la Resolución 60/147 ONU (2005) 

a part i r  del  art ículo d iecinueve al  veint i t rés: 

19. La rest i tución. Siempre que sea posib le,  ha de devolver a la víct ima 

a la s i tuación anter ior a la vio lación manif iesta de las normas 

internacionales de derechos humanos o la vio lación grave del derecho 

internacional humanitar io.  La rest i tución comprende, segú n corresponda, 

e l  restablecimiento de la l ibertad,  e l  d isf rute de los derechos humanos, 

la ident idad, la vida famil iar y la c iudadanía,  e l  regreso a su lugar de 

residencia, la re integración a su empleo y la devolución de sus bienes.  

20. La Indemnización .  Esta ha de concederse, de forma apropiada y 

proporcional a la gravedad de la vio lación y las c ircunstancias de cada 
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caso, por todos los perju ic ios económicamente evaluables que sean 

consecuencia de vio laciones manif iestas de las normas internacionales 

de derechos humanos o de vio laciones graves del derecho internacional 

humanitar io,  ta les como: a) El  daño f ís ico o mental ;  b) La pérdida de 

oportunidades, en part icular las de empleo, educación y prestaciones 

socia les;  c) Los daños mater ia les y la pérdida de in gresos,  inclu ido el 

lucro cesante; d) Los perju ic ios morales;  e) Los gastos de asistencia 

jurídica  o de expertos,  medicamentos y servic ios médicos y servic ios 

psicológicos y socia les.   

21. La rehabi l i tación ha de inclu ir  la atención médica y psicológica,  a sí 

como los servic ios juríd icos y socia les.   

22. La sat isfacción ha de inclu ir ,  cuando se a pert inente y procedente,  la 

tota l idad o parte de las medidas siguientes:  a) Medidas ef icaces para 

conseguir  que no cont inúen las vio laciones; b) La ver i f icación de l os 

hechos y la revelación publ ica y completa de la verdad, en la medida en 

que esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los 

intereses de la víc t ima, de sus famil iares,  de los test igos o de personas 

que han intervenido para ayudar a la víct ima o impedir  que se produzcan 

nuevas vio laciones; c) La búsqueda de las personas desaparecidas,  de 

las ident idades de niños secuestrados y de los cadáveres de las personas 

asesinadas y la ayuda para recuperar los,  ident if icar los y volver a 

inhumarlos según el  deseo explíc i to o presunto de la víct ima o las 
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práct icas cul turales de su famil ia y comunidad; d) Una declaración of ic ia l 

o decis ión judic ial  que restablezca la d ignidad, la reputación y los 

derechos de la víct ima y de las personas estrechamente vi nculada a el la; 

e) Una disculpa públ ica que incluya el  reconocimiento de los hechos y la 

aceptación de responsabi l idades; f ) La apl icación de sanciones judic ia les 

o administrat ivas a los responsables de las vio laciones; g) 

Conmemoraciones y homenajes a la víct ima; h) La inclusión de una 

exposic ión precisa de las vio laciones ocurr idas en la enseñanza de las 

normas internacionales de derechos humanos y del  derecho internacional 

humanitar io,  así como en el  mater ia l  d idáct ico a todos los n iveles.  

23. Las garant ías de no repet ic ión han de inclu ir ,  según proceda, la 

tota l idad o parte de las medidas siguientes que también contr ibuirán a la 

prevención.   

 Por lo tanto,  la reparación no consiste s implemente en una cuest ión 

de asuntos monetar ios y patr imoniales;  s ino,  se t rata de un proceso que 

intenta mit igar e l  dolor de la víct ima y evi tar que los hechos vuelvan a 

ocurr i r .  

 La reparación integral  puede tener d imensiones según el  art ículo 

24 de la Convención Internacional para la Protección de todas las 

personas de las  desaparic iones forzadas (2006) establece: “5. El  derecho 

a la reparación… comprende todos los daños mater ia les y morales y en 
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su caso otras modal idades de reparación ta les como: a) La rest i tución; 

b) La rehabi l i tación;  c) La sat isfacción;  d) Las garantías  de no repet ic ión ” .  

 También la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su 

Informe Anual de 2010, en San José de Costa Rica (2011. Pp. 10-12),  

hace una dist inción de las d imensiones de la reparación:  

a. Medidas de restitución: t ienen como propósito e l  res tablecimiento, 

hasta donde sea posib le, de la s i tuación que exist ía antes de que 

ocurr iera la vio lación y la rest i tución de derechos. Incluye, entre 

otros,  la l ibertad de personas detenidas i legalmente,  e l re integro al  

empleo, e l  retorno a su lugar or igina l  residencia,  la devolución de 

los b ienes.  

b.  Indemnización: consiste en el  pago apropiado y proporcional a la 

gravedad de la violación y las c ircunstancias de cada caso, de los 

perju ic ios económicamente evaluables,  ta les como el  daño f ís ico y 

mental ;  la  pérd ida de oportunidades de empleo, educación o 

prestaciones sociales;  los daños mater ia les,  pérdida de ingresos o 

lucro cesante;  los gastos de asistencia juríd ica o de expertos, 

medicamentos y servic ios médicos o s icológicos.   
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c. Medidas de rehabil i tación: alude a las medidas gratui tas e 

inmediatas que buscan rest i tu ir  e l  proyecto de vida de la víct ima, 

restablecer su máxima apt i tud f ís ica y psicológica.   

 Según la Corte IDH en el  caso Loayza Tamayo, “e l  denominado 

proyecto de vida at iende a la real ización integr al  de la persona afectada, 

considerando su vocación,  apt i tudes,  c ircunstancias,  potencia l idades y 

aspiraciones que le permiten f i jarse razonablemente determinadas 

expectat ivas y acceder a e l las” (párrafo 147 de Reparaciones).  

d.   Medidas de satisfacción: se t rata de minimizar los efectos que 

las vio laciones t ienen, no solo en el  círculo pr ivado e ínt imo de las 

víct imas sino of icia l  y públ icamente en las sociedades que las 

produjeron, lo cual:  

Devue lve  a  las  v íc t im as  a  la  soc iedad,  que reconoce su  su f r im iento  

proporc ionándo les  una fo rm a de jus t ic ia  d is t r ibu t iva  o  soc ia l ,  y p roporc ionando  

recursos  no convenc iona les  ta les  com o la  tom a de  conc ienc ia  soc ia l ,  la  

m em or ia  co lec t iva ,  l a  so l idar idad y la  superac ión  de la  ba j a  autoes t ima 

(Barahona,  2005) .   

 Estas medidas se convierten en un punto especia l  de 

restablecimiento del  te j ido socia l ,  tal  como aparece en los Princip ios y 

Directr ices sobre el  derecho a interponer recursos y obtener 

reparaciones:  
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 La ver i f icac ión  de los  hechos  y la  reve lac ión  púb l ica  y com ple ta  de l a  verdad;  

una  dec larac ión  o f ic ia l  o  dec is ión  jud ic ia l  que  res tab lezca  la  d ign idad,  la  

reputac ión  y los  derechos  de la  v íc t im a y de las  personas  es t recham ente 

v incu ladas  a  e l l a ;  una d iscu lpa  púb l ica  que inc lu ya  e l  reconoc im iento  de  los  

hechos  y la  aceptac ió n  de responsab i l idades ;  conm em orac iones  y hom enajes  

a  las  v íc t im as  (Pr inc ip io  22  Pr inc ip ios  y D i rec t r ices  sobre  e l  derecho a  

in terponer  recursos  y  ob tener  reparac iones ) .  

e. Garantías de no repetición: están or ientadas a que no vuelvan a 

producirse los hechos que const i tuyan vio laciones a los derechos 

humanos. Son medidas que t ienen un gran alcance para promover 

y mantener una cul tura de respeto de los derechos humanos y 

restaurar o establecer la conf ianza públ ica en las inst i tuciones.  

 Las víct imas t ienen derecho a obtener just ic ia, e l  Estado t iene el 

deber de organizar e l  aparato gubernamental  y todas las estructuras a 

t ravés de las cuales ejerce el poder públ ico de manera que sean capaces 

de garant izar juríd icamente el  l ibre y p leno ejercic io de los derechos  

humanos y de prevenir ,  invest igar,  juzgar y sancionar su vulneración.  

4.5. Sentencias que otorgan la reparación digna  

 A cont inuación, se presentan algunas sentencias nacionales para 

observar la forma en que opera la reparación digna.  
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a) Sentencia de fecha 23 de abri l  de 2014, dentro del proceso No. 

01188-2013-0027 del Tribunal Segundo Pluripersonal de 

Sentencia Penal de Delitos de Femicidio y Otras Formas de 

Violencia contra la Mujer y Violencia Sexual,  Explotación y 

Trata de Personas   

 Del i to:  Vio lación con agravación de la pena con circunstancias 

especia les de agravación.  Sentencia condenator ia .  Resuelve el  Tr ibunal: 

“De la reparación digna: Como se hace mención en el apartado pr imero 

de esta sentencia,  quienes f iguran como agraviados en el  presente caso, 

f i jaron su postura sol ic i tando la reparación digna en la suma según los 

rubros que se exponen en el  apartado pr imero de esta sentencia,  a l 

respecto quien resuelve,  considera que el requerimiento real izado por 

parte de quien lo reclama, no obstante,  es consecuente y vál ido,  no fue 

probado oportunamente…” .  De la transcr ipción l i teral  que hace este 

Tr ibunal de sentencia a quo ,  se desprende la formal idad que es ut i l izada 

para conceder la reparación digna a que t ienen derecho la n iñez y 

adolescentes víct imas, bajo un r igor ismo absoluto y obsoleto que t iene 

como consecuencia inobservar la tute la judic ia l  efect iva hacia la víct ima, 

contenida en el  art ículo 5 del  Código Procesal Penal  y,  por ende, lo 

resuelto es vio lator io contra la garantía de la tute la judic ia l  conten ida en 

la Const i tución Polít ica de la Repúbl ica.   
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 Ind ica la refer ida sentencia:  “Esto por vi r tud que se hace un reclamo 

de lucro cesante y por daño psicológico,  que ambos representantes de 

las víct imas reclaman, s in embargo, es una disposic ión planteada s in ser 

documentada, no se puede por parte del  juez tener por acreditado el 

reclamo que se real iza sin un oportuno sustento documental  con el  que 

quede demostrado que , en efecto ,  lo que se reclama ha sido un gasto 

generado a causa del hecho conocido ” .  

 Con  lo resuelto  en la sentencia antes indicada , se evidencia una 

clara vio lación a los derechos de las víct imas , a l  requerir  por parte del 

t r ibunal documentación que acredite e l  daño psicológico,  para que 

puedan ser resarcidos,  lo cual es vio lator io const i tuc ional y legalmente, 

por cuanto dentro de todo proceso penal,  se di l igencia prueba de la 

inst i tución encargada de real izar los peri ta je c ient íf icos,  que acrediten la 

comisión del  del i to,  por lo que no es cierta la aseveración del  t r ibunal a 

quo sobre la fa l ta de sustento documental .  Así,  se establece la 

obstacul ización de la just ic ia hacia las víct imas, que real izan los propios 

t r ibunales encargados de impart i r la.  

 A nivel  internacional también podemos ci tar e jemplos en los que el 

Estado de Guatemala se ha v isto obl igado a reparar a las víct imas, entre 

estos:   
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b) Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala.  Reparaciones y 

costas. Sentencia de 19 de noviembre 2004. Serie C N°.  116. 73    

 La Corte ha tenido por demostrado que, de los actos de vio lencia 

comet idos por los agentes del  Estado con poster ior idad al  9 de marzo de 

1987, cuando Guatemala reconoció la competencia contenciosa de la 

Corte,  las víct imas de Plan de Sánchez, así como de las a ldeas 

Chipuerta,  Joya de Ramos, Raxjut ,  Volcani l lo ,  Coxojabaj,  Las Tunas,  Las 

Minas,  Las Ventanas, Ixchel,  Chiac,  Concul y Chichupac, vieron 

afectadas sus act ividades laborales o agrícolas (…) .   La Corte,  teniendo 

en cuenta,  inter a l ia ,  las c ircunstancias del  caso, y que hay un 

fundamento suf ic iente para presumir la existencia de un perju ic io,  f i ja en 

equidad la cant idad de US$ 5.000,00 (c inco mi l  dólares de los Estados 

Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del  Estado, 

para cada una de las víct imas que se indican en los cuadros del  párrafo 

75 l i terales a y b de la presente Sentencia por concepto de daño mater ia l .   

Asimismo, está probado que las víct imas que vivían en  el  Plan de 

Sánchez perdieron sus viviendas, lo que esta Corte considerara al 

momento de ordenar a l  Estado otras formas de reparación ( inf ra párr.  

105. 75).   La indemnización correspondiente deberá ser entregada a cada 

una de las víct imas, según lo est ipulado en los párrafos 64 y 65 de esta 

Sentencia.  
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 Con base en lo anter ior,  la Corte f i ja  como indemnización del  daño 

mater ia l  ocasionado por las vio laciones declaradas en el  presente caso, 

las s iguientes cantidades: (…) a) De la comunidad de l  Plan de Sánchez. 

b) De otras comunidades.  

c) Caso Blake vs. Guatemala.  Reparaciones (artículo 63.1 

Convención Americana sobre Derechos Humanos),  Sentencia de 

22 de febrero de 1999, Serie C Nº.  48.  38  

 Esta Corte ya reconoció,  en los puntos resolut ivos 1 y 2 de la 

sentencia de 24 de enero de 1998, que las vio laciones de los art ículos 

8.1 y 5 de la Convención,  en re lación con el  art ículo 1.1,  se dieron en 

perju ic io de los famil iares del  señor Nicholas Blake. Por lo tanto,  para 

los efectos de las reparaciones, la Corte ent iende que dichos famil iares 

const i tuyen la parte lesionada en el  sent ido del  artículo 63.1 de la 

Convención Americana. La Corte considera que los señore s Richard 

Blake, Mary Blake, Richard Blake Jr. y Samuel Blake t ienen un derecho 

propio a la reparación,  como parte lesionada en el presente caso (…)  47. 

La Corte desest ima la pretensión de la parte lesionada para que se 

ordene el  pago de US$ 1.161.949,00 (un mi l lón ciento sesenta y un mi l 

novecientos cuarenta y nueve dólares de los Estados Unidos de América) 

o US$ 1.329.367,00 (un mi l lón t rescientos veint inueve mi l  t rescientos 

sesenta y s iete dólares de los Estados Unidos de América),  reclamada 

por aquel la,  ya que, como consecuencia de lo precisado en su sentencia 
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de fondo, e l  monto de las reparaciones del presente caso debe l imitarse 

al  correspondiente a la vio lación de los art ículos 5 y 8.1 de la Convención 

Americana en re lación con el art ículo 1.1 de la m isma en perju ic io de la 

parte lesionada. 48.  La Corte ha tenido en consideración que la parte 

lesionada real izó numerosos via jes,  pr incipalmente a la c iudad de 

Guatemala, con el f in de indagar e l paradero del  señor Nicholas Blake, 

ante el  encubrimiento de lo ocurr ido y la abstención de invest igar los 

hechos por parte de las autor idades guatemaltecas,  desde la 

desaparic ión de aquel hasta el  descubrimiento de sus restos morta les,  y 

que dicha si tuación mot ivó gastos por concepto de boletos aéreos, 

hospedaje,  a l imentación,  pagos por concepto de l lamadas te lefónicas y 

otros. 

5. Propuesta de procedimiento para una efectiva reparación digna 

para la víctima en el  proceso penal  

 El  cambio signif icat ivo que suf r ió e l  Código Procesal Penal 

guatemalteco, con la reforma a t ravés del  Decreto 7-2011, se real izó para 

benef ic iar a las víct imas de del i tos,  const i tu idas como querel lantes 

adhesivos o no.  Es decir ,  fue un avance hacia una tute la judic ia l  efect iva 

para tener l ibre acceso a ejerci tar sus derechos.  

 Ron y Eu la l io  López Cont reras ,  qu ien ,  de  igua l  m anera ,  se  re f ie re  a  que la  

acc ión  c i v i l  der i vada de un de l i to  se  com plem enta  e l  Cód igo C iv i l  con e l  Cód igo  
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Penal  en  lo  preceptuado en e l  a r t ícu lo  112,  que la  e jecuc ión  de un hecho  

desc r i to  por  la  le y com o de l i to  o  fa l ta  ob l iga  a  reparar ,  en  los  té rm inos  

norm at ivos  prev is tos ,  los  daños  y per ju ic ios  causados  (p .  68) .  

De acuerdo con la Declaración sobre los pr incip ios fundamentales 

de just ic ia para las víct imas de del i tos y del  abuso de poder (Resolución 

40/34, 29 de noviembre de 1985):  “Se establecerán mecanismos 

judic ia les y administrat ivos que permitan a las víct imas obtener 

reparación,  mediante procedimientos of ic ia les u of iciosos que sean 

expeditos,  jus tos, poco costosos y accesib les (…)”.  Sin embargo, no 

existe un mecanismo desarrol lado de manera clara establecido para 

cumpl ir  e l  comet ido.   

 

En cuanto al ro l  del  Estado en el cumpl imiento de una reparación 

digna no existe compromiso directo de este, s ino que, compromete al 

ente invest igador únicamente con la asistencia psicológic a a las víct imas.  

 

Personalmente,  es cr i ter io de la invest igadora que , esta forma de 

t ratamiento hacia las víct imas,  s in especif icar c laramente el 

procedimiento a seguir  para obtener la reparación d igna,  es menospreciar 

su condición de ofendidas ,  pues resulta engorroso tener que someter a 

un ju ic io c ivi l  una cuest ión de naturaleza penal,  que deviene de una 

sentencia de carácter condenator io. En la vía c iv i l  la  víct ima ejerci tará 

su derecho por medio de un ju ic io e jecut ivo en la vía de apremio ,  s iendo 
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la  sentencia un t í tu lo e jecut ivo;  que com o lo establece el  art ículo 294 del 

Código Procesal Civ i l  y Mercant i l :  “Procede la e jecución en vía de 

apremio cuando se pida en vir tud de los s iguientes t í tu los,  s iempre que 

tra igan aparejada la obl igación de pagar cant i dad de dinero, l íquida y 

exig ib le:  1 .º Sentencia pasada en autor idad de cosa juzgada (…)”  

 

Otro aspecto indispensable de anal izar es la insolvencia económica 

que el  condenado presente,  por e jemplo,  en el  caso de la comisión del 

del i to de robo con el  objet i vo de obtener a lgunos ingresos económicos 

por la persona que se encuadre en el t ipo penal,  pero por las 

c ircunstancias en que se comete da como resultado atentar contra la vida 

de la persona que está s iendo víct ima de este del i to.  Se l leva a cabo un 

proceso penal, pero el  condenado no t iene ingresos ni  para supl i r  los 

gastos personales dentro del  centro de condena que se le ha asignado y 

por ende no podrá cumpl ir  con el  pago de la reparación digna, dejando 

desprotegida a la víct ima o sus famil iares en su ca so. 

   

Lo justo y legal es que la persona  responsable  responda por sus 

acciones del ict ivas,  der ivado del juic io de reproche que la teoría del 

del i to le imputa,  luego de demostrar los e lementos objet ivos y subjet ivos 

del  del i to, así también como la ley sust ant iva penal lo preceptúa, que 

responda por los daños y perju ic ios derivados de esa comisión del ict iva .  
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Por lo tanto,  la autora propone como procedimiento para la efect iva 

reparación digna, la interposic ión de un incidente,  e l  cual puede 

denominarse como “ Incidente de pago de reparación digna”,  mismo que 

se desarrol la a cont inuación .   

 
Incidente de pago de reparación digna  
 

Órgano competente  

 

Al tomar en cuenta el momento procesal oportuno para que la 

reparación digna se genere y sea exig ib le deben tenerse presente los 

s iguientes presupuestos:  pr imero,  la reparación digna se or igina al 

momento en que se dicta la sentencia condenator ia en contra de una 

persona por una acción const i tut iva de del i to,  y esta debe buscar en tal 

medida de la reparación del  daño y perju ic ios derivado de la comisión 

dicho del i to. Segundo, la reparación digna debe ejecutarse cuando la 

sentencia se encuentre f i rme.  

 

El proceso penal guatemalteco establece órganos jur isdiccionales 

para contro lar cada una de sus etapas . En el  presente caso, e l  juzgado 

competente para conocer de este incidente serían los juzgados 

plur ipersonales de ejecución penal de la Repúbl ica de Guatemala con 

atención a las reglas de competencia que r igen en cada uno de el los.  En 

ese orden de ideas,  la sentencia debe devenir  en f i rmeza y e jecutor iarse 

para poder p lantear la incidencia.  Para este efecto se debe tener c lara la 
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part ic ipación de los sujetos procesales quienes pueden promover d icho 

incidente;  e l  p lazo para promoverlo y las medidas precautor ias que 

podrían generarse en específ ico para este procedimiento.   

Sujetos procesales legitimados  

Los sujetos procesales legi t imados para promover esta d i l igencia 

son las víct imas, agraviados o aquel las personas a quien favorezca la 

sentencia respect iva,  accionando por l a vía incidental  de acuerdo con lo 

establecido en el  art ículo 150 bis del  Código Procesal Penal . Asimismo, 

e l  Minister io Públ ico como órgano auxi l iar de administración de just ic ia y 

ente en ejercic io de la acción penal ,  a l  ser  e l obl igado de velar por la 

correcta apl icación de la ley penal y e l  cumpl imiento de los f ines del 

proceso, y de la tute la judic ia l  efect iva busca el  resarcimiento de los 

daños ocasionados. T iene facul tades suf ic ientes para promover e l  

incidente en la audiencia de aprobación de cómput o;  toda vez que en 

esta audiencia se ver i f ican los extremos contenidos en la sentencia de 

méri to s iendo estas las penas pr incipales y accesorias que la misma 

pueda contener.   

Plazo 

El art ículo 1513 del Decreto Ley 106, Código Civi l  de Guatemala, 

regula que “prescr ibe en un año la responsabi l idad civ i l  proveniente de 

del i to o fa l ta y la que nace de los daños o perju ic ios causados en las 

personas. La prescr ipción corre desde el  día en que recaiga sentencia 
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f i rme condenator ia,  o desde aquel en que se causó el daño” .  Al  tomar 

como base dicho art ículo e l  p lazo para promover e l  incidente sería de un 

año contado a part i r  del momento en el que causó f i rmeza el fa l lo y e l 

mismo fue ejecutor iado.  

 

Modalidad de pago  

El  pago de la reparación digna se real izará de confo rmidad a los 

montos que en la sentencia se establezcan, los cuales pueden real izarse 

en un único pago o en pagos por amort izaciones. Estas podrán 

autor izarse en amort izaciones periódicas,  cuyo monto y fechas de pago 

señalará el juzgador teniendo en cuenta las condiciones económicas del 

obl igado; en ningún caso excederá de un año el  término en que deberán 

hacerse los pagos de las amort izaciones.  

Medidas cautelares aplicables  

Cuando los montos de la reparación d igna sean muy elevados el 

juzgador para garant izar e l  pago respect ivo f i jará los mismos apremios 

que actualmente se ut i l izan para los convenios de pagos de multa por 

amort izaciones. Esta consiste en real izar un convenio de pago con fuerza 

ejecut iva;  presentar garantías f iduciar ias y en casos en los que  el 

sentenciado hubiere prestado caución económica como medida 

sust i tut iva el  t raslado inmediato de los fondos de la misma a favor del 
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benef ic iar io.  Asimismo, los sujetos procesales pueden sol ic i tar la 

adopción de las medidas cautelares que permitan asegur ar los b ienes 

suf ic ientes para cubrir  e l  monto de la reparación digna.  

Procedimiento 

Al tener una idea clara de los aspectos re levantes a observar en la 

t ramitación de esta di l igencia se puede proponer un procedimiento viable 

para que puedan ser exigida la reparación digna en los juzgados de 

ejecución como parte de la t ramitación de la e jecutor ia.   

 

Como se ha indicado anter iormente ,  se t ramitará por la vía 

incidental .  Esta será promovida por los sujetos procesales legi t imados 

para hacerlo, se deberá señalar día y hora dentro del  plazo que regula e l 

art ículo 150 bis del  Código Procesal Penal ,  se ci tará a los interesados a 

la judicatura y a l  sentenciado, quien,  s i  se encuentra en estado de 

cumpl imiento de condena, se ordenará al  Sistema Penitenciar io su 

t ransporte y custodia correspondiente .  El  mismo será acompañado por su 

abogado. Al  in ic iar la audiencia se le hará saber a l  sentenciado sobre la 

reparación digna impuesta y lo que se pretende con la misma como parte 

del  proceso de rehabi l i tación y re inserción socia l ,  cumpl iendo de esta 

manera con los f ines del  proceso y también con el  f in  que r igen las penas. 

No siendo una medida de cast igo sino una medida de resocia l ización.   
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En el  desarrol lo de la audiencia los sujetos procesales acordarán la 

forma del pago que se real izará,  el  p lazo del mismo y todas aquel las 

c ircunstancias que pretendan garant izar la obl igación.  Final izada la 

d i l igencia se real izará  un acta sucinta de la audiencia en la cual se 

indicarán los extremos discut idos,  la forma de pago que se hará  y e l  p lazo 

para hacerlo efect ivo.   

 

Con base en lo anter ior ,  se pretende la creación del  art ículo 124 bis 

en el  Código Procesal Penal,  que contenga dicho procedimiento el cual 

regulará lo s iguiente . 

Artículo 124 Bis . Cobro de la reparación digna  

El pago de la reparación digna deberá di l igenciarse por la vía de 

los incidentes establecida en este cuerpo legal .  Los sujetos procesales 

legi t imados para promover esta d i l igencia son las víct imas, agraviados o 

aquel las personas a quien favorezca la sentencia de m éri to. Asimismo, 

e l  Minister io Públ ico podrá promoverlo en la audiencia de aprobación de 

cómputo,  que se di l igencia en los juzgados de ejecución penal.  

 

En la audiencia correspondiente se le hará saber a l  sentenciado 

sobre el  objeto de la d i l igencia,  haciendo de su conocimiento los a lcances 

de la misma. Durante el  desarrol lo de la audiencia los sujetos procesales 

acordarán la forma del pago que se real izará,  e l  p lazo del mismo y todas 
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aquel las c ircunstancias que pretendan garant izar la obl igación, 

sol ic i tando la adopción de las medidas cautelares que permitan asegurar 

los b ienes suf ic ientes para cubrir  e l  monto de la reparación digna. En los 

casos en los cuales el  sentenciado hubiere prestado caución económica 

como medida sust itut iva,  e l  juez de ejecución es tá facul tado para ordenar 

e l  t raslado inmediato de los fondos de la misma a favor del  benef ic iar io 

para sat isfacer todo o parte de la obl igación.   

 

El  pago de la reparación digna podrá real izarse en un único pago o 

en pagos por amort izaciones las cuales podrá autor izarse en 

amort izaciones periódicas,  cuyo monto y fechas de pago señalará el 

juzgador teniendo en cuenta las condiciones económicas del  obl igado . 

En ningún caso excederá de un año el  término en que deberán hacerse 

los pagos de las amort izaciones.  

 

Final izada la d i l igencia se redactará un acta sucinta de la audiencia 

en la cual se indicarán los extremos discut idos en la misma, la forma de 

pago que se hará y e l  p lazo que el  juez f i je  para hacerlo efect ivo.   

 

En cuanto a establecer e l  juzgado competente para velar por el 

efect ivo cumpl imiento de la reparación digna para la víct ima se puede 

tener como base el  Expediente No. 2038-2011 de duda de competencia 

CSJ Sentencia del 14/10/2011 , que a cont inuación se t ranscr ibe:  
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Expediente No. 2038-2011 de duda de competenc ia CSJ Sentencia del 

14/10/2011: 

 " . . .Que de l  aná l is is  de  las  ac tuac iones  Cám ara Pena l  encuent ra  que la  duda 

de com petenc ia  que  se  p lan tea con re lac ión  a  que s i  e l  j uzgado de E jecuc ión  

Pena l  ún icam ente  es tá  facu l tado para  e l  cobro  de conm utas  d e penas  de 

pr is ión  o  m ul tas  y no  as í  para  e l  cobro  de  reparac iones  de orden c i v i l…"  (…)  

"se  puede determ ina r  que es  com petenc ia  de los  jueces  de e jecuc ión  e l  

conocer  lo  re ferente  a  la  e jecuc ión  de las  reparac iones  d ignas  de las  v íc t im as 

en los  procesos  pena les  en  los  que  se  haya e je rc i tado d icho  de recho,  con la  

sa lvedad de  que s i  no  se  hub iere  e je rc ido  en es ta  v ía ,  puedan e jercer la  en  la  

v ía  c i v i l .  En ta l  sent ido ,  e l  Juzgado Pr im ero  de E jecuc ión  Pena l  de  Guatem ala  

deberá  segu i r  conoc iendo con re ferenc ia  a  l a  duda  p lan teada  de la  

sus tanc iac ión  de la  f ase de e jecuc ión . . . "  (E l  subra yado es  prop io ) .  

5.1 Criterios jurisdiccionales para la aplicación de la reparación 

digna 

 Los derechos humanos reconocidos en el  ámbito nacional e 

internacional  son inherentes a la persona humana. En ta l  sent ido,  goza 

de un reconocimiento solo por e l  hecho de ser  persona. Así,  t iene 

derechos y obl igaciones  que, a la vez,  le dan la potestad de adquir i r ,  

cumpl ir  y gozar de ta les derechos.  

 En cuanto al resarcimiento o reparación son los j ueces de instancia 

o de sentencia los encargados de apl icar sus cono cimientos y just ic ia . 
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Es obl igación de los jueces y ,  en general ,  de los operadores de ju st ic ia 

reconocer la val idez juríd ica de los instrumentos internacionales sobre 

derechos humanos e in terpretar los coherentemente,  apl icando sus 

disposic iones y garant izando que despl ieguen de manera plena sus 

efectos a favor de las personas somet idas a la jur isdicción del  Estado, 

s in d ist inciones, n i  d iscr iminación de ninguna naturaleza . 

 Es importante mencionar,  que es necesario que los abogados tanto 

de la parte agraviada como los de la defensa sean los pr imeros en in ic iar 

apl icando los pr incip ios de los derechos humanos, a l  real izar sus 

pet ic iones y reclamaciones, ya que puede entenderse que no se t iene 

claro,  qué es lo que engloba una reparación digna integral .  En algunos 

casos, solo se exige la reparación mater ia l ,  en otros ni s iquiera se hace 

mención de la reparación moral ,  y en el  peor de los casos las pruebas no 

fundamentan las pet ic iones real izadas . Con este t ipo de l i t igación,  ¿cómo 

es posib le esperar que la reparación vaya direccionada a la restauración 

de los derechos vio lentados?, por el  contrar io,  de seguir  así,  estamos 

cayendo en una vict imización secundaria.  

 A efecto de recabar cr i ter ios jur isdiccionales en mater ia de 

reparación digna se  real izaron entrevistas a t res jueces. Una juzgadora 

del  t r ibunal de sentencia penal de femicid io de Chimaltenango, dos 

juzgadores del  Tr ibunal décimo de sentencia Penal,  Narcoact ividad y 

Del i tos contra e l  Amb iente del  departamento de Guatemala.   
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 La pregunta número uno formulada fue:  “¿Otorga en sus sentencias 

condenator ias la reparación digna a la víct ima? Los jueces respondieron 

af i rmat ivamente,  según lo establecido por la ley.  

 La pregunta número dos indicaba “¿Qué debe probar e l  agraviado 

para que pueda otorgársele la reparación digna? Los jueces respondieron 

que la víct ima debe acreditar ampl iamente con documentos todo lo que 

sol ic i te como reparación digna. Se debe respaldar todo lo que se sol ic i te 

para poder conocer sus pet ic iones y evaluar s i  es procedente.  

 La pregunta número t res se refería a:  “ ¿Considera que el  art ículo 

124 del Código Procesal Penal , con las reformas del Decreto 7-2011 del 

Congreso de la Repúbl ica,  resul ta benef ic ioso para las víct ima s?” .  A el lo 

los jueces respondieron que sí,  las reformas al  Código Procesal Penal 

han traído consecuencias legales benef ic iosas hacia las víct imas en 

cuanto al  reconocimiento y otorgamiento .  Sin embargo, los juzgadores 

coinciden en que para que el  benef ic io sea completo se debe establecer 

e l  procedimiento que deben seguir  para que sea ejecutada.  

 La pregunta número cuatro fue:  “¿Considera que, a las víct imas del 

del i to, se le  sat isface los daños y perju ic ios de una forma expedita?  La 

respuesta de los jueces  entrevistados fue que no, porque solamente 

queda contenido dentro de la sentencia,  s in embargo, no es efect iva, 

debido a que se debe acudir  a un proceso en la vía c ivi l  s i  no se logra 
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ejecutar en la vía penal.  Además, manifestó uno de el los que a pesar de 

exist i r  ese mecanismo protector hac ia los agraviados y de estar 

contemplado su di l igenciamiento en el  ordenamiento procesal penal, aún 

persiste esa pérdida para el los,  a quienes no se les repara el  daño 

causado de manera inmediata,  s ino deben acudir  a e je cutar lo en la vía  

c ivi l  a rea l izar su reclamo correspondiente.  

 La pregunta número cinco fue: ¿Con base a su experiencia, 

considera usted que la norma que cont iene la reparación digna debería 

ser reformada para que se ejecutara inmediatamente después de e star 

f i rme la sentencia condenator ia? Los juzgadores entrevistados se 

manifestaron en el  sent ido que, s í debía reformarse y crearse 

mecanismos ef ic ientes en su otorgamiento  ya que  únicamente se ha 

faci l i tado el  otorgamiento de la misma, pero no existe un p roceso 

previamente determinado para su ejecución dentro del  proceso penal, 

t rayendo como consecuencia ambigüedad, así como que pareciera que 

únicamente se le denominó de otra manera .  

 Para conclu ir  con el  anál is is respect ivo,  con re lación al  objet ivo 

manifestado al  in ic io de este t rabajo de invest igación,  se establece que 

las consecuencias para las víct imas, según lo establecen las reformas al 

Código Procesal Penal ,  específ icamente al  art ículo 124, que se ref iere a 

la reparación digna, no han sido del  todo  benef ic iosas.  El lo,  debido a que 
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no cont ienen detal ladamente el  procedimiento a ut i l izar por parte de los 

juzgadores para ejecutar la dentro del proceso penal.   
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CONCLUSIONES 

 

1. Debido a las reformas al Código Procesal Penal, a través del Decreto 7-2011 del 

Congreso de la República se pudieron visibilizar los derechos y garantías 

contenidos en la Constitución Política de la República de Guatemala hacia las 

víctimas, como la protección a la persona, el derecho a la igualdad, el debido 

proceso, el derecho de petición, el libre acceso a tribunales, la tutela judicial 

efectiva y una reparación digna a la víctima por un delito cometido en su perjuicio. 

 

2. Como resultado de las reformas indicadas anteriormente, las partes se encuentran 

en igualdad de condiciones, y esto otorga un mayor enfoque al conflicto entre 

victimario-victima-Estado, cuya finalidad es resarcir a quien padeció el daño 

cuando la naturaleza del delito lo permita.  

 

3. La reparación que se le hace a la víctima se le denomina justicia restaurativa. Su 

objetivo es perseguir el beneficio de la víctima. Para la justicia restaurativa es de 

mayor beneficio darle solución al conflicto a través de la reparación a la víctima, a 

que únicamente exista condena. Sin embargo, solo puede utilizarse si el bien 

jurídico violentado lo permite.  

 

4. Las consecuencias que han traído las reformas al CPP a través del Decreto 7-

2011 del Congreso de la República, de los artículos 5 y 124 han sido de carácter 

positivo para los agraviados dentro del proceso penal, puesto que les concede 

mayor protección, así como acceso a la justicia. 
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5. Sin embargo, a pesar de las reformas al Código Procesal Penal sobre la reparación 

digna, existe un vacío legal en lo regulado en el artículo 124, pues no quedan 

determinados los criterios que los juzgadores deben manejar para hacer efectiva 

la reparación otorgada en la sentencia condenatoria. Así, tampoco, contiene los 

mecanismos legales para su ejecución por parte de los jueces penales, por lo que 

existe ambigüedad al respecto. 

6. De conformidad con los estándares en materia de restauración a las víctimas, se 

reconoce que la Corte Interamericana de Derecho Humanos ha logrado la 

aplicación de una restitución integral a los daños materiales e inmateriales y 

perjuicios ocasionados, para que sea una verdadera justicia restaurativa, debiendo 

ser el objetivo principal, que ejemplifique la reparación digna a nivel nacional, 

contenido en el Código Procesal Penal.  
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RECOMENDACIONES  

 

1. Que se continúe con la concesión de derechos y garantías contenidas en la 

Constitución Política de la República de Guatemala y el Código Procesal Penal a 

las víctimas, a través del fomento de programas de atención integral que se 

encuentran a cargo de los distintos organismos del Estado. Ello con la finalidad 

restablecer las condiciones previas a que se encontraba la víctima antes que su 

derecho o bien fuese vulnerado.  

 

2. Que el Congreso de la República de Guatemala implemente un mecanismo que 

establezca el procedimiento concreto para hacer efectivo el pago de la reparación 

digna, en forma expedita, justa, económica y accesible para una justa 

indemnización a las víctimas. Esto puede realizarse a través de la reforma del 

Código Procesal Penal, permitiendo así la reincorporación de la víctima del delito 

a su vida habitual. 

 

3. Que los jueces de sentencia del ramo penal, al momento de dictar sentencia 

condenatoria, se manifiesten de manera plena con respecto a la reparación digna 

a la que tienen derecho las víctimas de delitos.   

 

4. El Estado de Guatemala debe implementar estándares internacionales que 

permitan establecer un mecanismo eficaz para la aplicación y cobro de la 

reparación digna, defendiendo los derechos de las víctimas de delitos con 

transparencia en la adopción de medidas nacionales e internacionales, 
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encargadas de la promoción de los principios fundamentales de justicia de 

asistencia a las víctimas en materia de reparación digna. 

 

5. Que los jueces de ejecución penal, previo a otorgar algún beneficio a los que tienen 

derecho los privados de libertad, constaten que se haya reparado a la víctima, para 

que la reparación digna declarada en sentencia condenatoria sea efectiva.    

 

6. Que quienes intervienen en el proceso penal, policías, fiscales, defensores, jueces 

y magistrados del ramo penal, respeten los postulados enunciados en la 

Constitución Política de la República sobre los derechos y garantías, visibilizando 

a la víctima como la persona lesionada y dañada por la comisión del delito, 

brindándole la tutela judicial efectiva que por ley merece.    
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